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ACRÓNIMOS

ADB Banco Asiático de Desarrollo

AFD Agencia Francesa de Desarrollo

Bancoldex Banco de Desarrollo Empresarial de Colombia

BDMG Banco de Desenvolvimento de Minas Gerais

BID Banco Interamericano de Desarrollo

BM Banco Mundial

BNDES Banco Nacional de Desenvolvimiento Económico e Social

CAF Banco de Desarrollo de América Latina

COICA Coordinadora de las Organizaciones Indígenas de la Cuenca Amazónica 

FMI Fondo Monetario Internacional

IFD Instituciones Financieras de Desarrollo

Libor Tasa Interbancaria de Oferta de Londres

NDB Nuevo Banco de Desarrollo

PMR Reporte de Monitoreo de Progreso
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INTRODUCCIÓN
América Latina tiene una de las tasas de mortalidad por COVID-19 más altas del mundo. La región 
en su conjunto se enfrenta a una crisis humanitaria derivada de la inestabilidad política, la co-
rrupción, el malestar social, la fragilidad de los sistemas de salud y lo que es más importante: La 
desigualdad generalizada y prolongada que se ha entrelazado en el tejido social y económico de 
la región.

Se calcula que el total de personas pobres en Latinoamérica ascendieron a 209 millones a finales 
del 2020, 22 millones de personas más que el año pasado (CEPAL, 2021). Los países de América 
Latina han tenido durante mucho tiempo algunas de las desigualdades de ingresos más graves 
del mundo y se prevé que empeoren.

En este contexto, la crisis sanitaria de la COVID-19 ha planteado una serie de retos para los países 
de América Latina y el Caribe, no solo por la magnitud de su impacto, sino también por el grado de 
incertidumbre con el que ciudadanos, gobiernos y empresas se ven obligados a tomar decisiones 
en materia de salud y bienestar social. Frente a esto y para mitigar los impases urgentes de la 
crisis, se ha observado que los países de la región han adoptado el uso de diferentes estrategias 
como las transferencias monetarias, los créditos y las garantías, que muchas veces vienen de la 
mano con el apoyo de la banca internacional, incluyendo las Instituciones Financieras de Desa-
rrollo (IFD). 

Las IFD han crecido en relevancia en las últimas dos décadas, tanto por el tamaño de sus acti-
vos como por la expansión de sus actividades de apoyo a las políticas públicas, atendiendo las 
demandas de financiamiento para mejorar la productividad de las economías y lograr una mayor 
inclusión social. De esta manera, no sólo prestando servicios financieros, tanto a los programas 
de gobierno como a los planes dentro de la administración pública.

A principios de 2020, con la rápida expansión de la COVID-19, las IFD se encontraron con un reto sin 
precedentes: Apoyar a las naciones y a los mercados nacionales e internacionales ante los efectos 
de un choque externo causado por el cierre total de países y ciudades enteras. 

La recuperación económica de los países en desarrollo, así como el fortalecimiento de su eco-
nomía, se situaron como cuestiones prioritarias. Por esta razón, este trabajo analiza de manera 
comparada los resultados obtenidos en los estudios realizados por el Centro de Estudios para 
el Desarrollo Laboral y Agrario (Cedla, Bolivia), el Institute of Development Studies, University of 
Sussex, Brighton (IDS, Brasil); la Fundación Foro Nacional por Colombia, Capítulo Región Central 
(Foro Región Central, Colombia); la Fundación Ambiente y Recursos Naturales (FARN, Argentina), y 
Derecho, Ambiente y Recursos Naturales (DAR, Perú), los cuales tuvieron como objetivo analizar el 
comportamiento de las IFD en la región durante la pandemia, los tipos de apoyo que ofrecieron, 
cuáles fueron específicamente los financiamientos adquiridos, las condiciones, cuáles son los pro-
blemas que se encontraron y principales recomendaciones para estas entidades internacionales. 
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CONTEXTO REGIONAL
Las IFD mundiales han tomado medidas para apoyar (a los países de bajos ingresos) a reducir los 
impactos de la pandemia; en este sentido, el Fondo Monetario Internacional (FMI) ha respondido en 
consecuencia y ha pedido a los estados más fuertes económicamente que “hagan su parte” a la 
hora de apoyar a los estados que no pueden gestionar las deudas adquiridas. Además, este orga-
nismo multilateral aprobó un paquete de reformas que prioriza el acceso a la asistencia financiera 
sin intereses y proporciona protección contra las deudas que los estados no pueden gestionar. 
Solo en 2020, la asistencia financiera proporcionada por el FMI a 50 países de bajos ingresos 
alcanzó los 13.000 mil millones de dólares, superando la media anual en aproximadamente 11.000 
mil millones de dólares; además, concedió al menos 739 millones de dólares de alivio del servicio 
de la deuda en forma de subvención a 29 de los países miembros más pobres (Fondo Monetario 
Internacional, 2021). Al igual que el FMI, el Banco Mundial centró su trabajo en cuatro objetivos:

1. Salvar vidas

2. Proteger a los pobres y vulnerables

3. Ayudar a salvar empleos y empresas

4. Trabajar para contribuir a una recuperación más resistente

Como indica el nombre de las etapas, estas tienen el objetivo de fortalecer los sectores más 
afectados por la pandemia, mientras que la tercera esfera se centra más en las capacidades de 
sostenibilidad a largo plazo de los proyectos que se financien. Cada una de estas etapas se divide 
en tres:

 z Etapa de socorro
 z Etapa de reestructuración
 z Etapa de recuperación resiliente (Banco Mundial, 2020)

Al igual que el FMI, el Banco Mundial aprobó mecanismos de reembolso rápido para ayudar a las 
economías más frágiles, de igual forma, comenzó a ejecutar proyectos para reforzar las necesida-
des sanitarias inmediatas y la recuperación económica rápida. Inicialmente, se estimó que el BM y 
el FMI utilizarían al menos 160.000 mil dólares de líneas para apoyar las respuestas de los países a 
la COVID-19, a través de nuevas operaciones, la reestructuración de las existentes, la activación de 
medidas de apoyo en caso de catástrofes y el apoyo directo al sector privado (World Bank Group 
Finances, 2021).

A nivel de instituciones financieras en la región, el Grupo del Banco Interamericano de Desarrollo 
(BID) es el IFD que apoya proyectos nacionales públicos y privados a través de sus tres ramas: El 
Banco Interamericano de Desarrollo o BID, el BID Invest, y el BID Lab, enfocados en el desarrollo del 
sector privado de la región, así como el apoyo a la innovación y el desarrollo sostenible (Grupo BID, 
2004). El Grupo BID reconoció los retos y riesgos que la COVID-19 representa para la región a nivel 
económico, social y sanitario, por lo que amplió sus acciones y reafirmó su compromiso de apoyar 
a los estados con sus recursos económicos y conocimientos técnicos. 

Durante el año 2020, el BID reportó haber desembolsado un total de 7900 millones de dólares en 
el contexto de la respuesta a la COVID-19; de este monto, 2200 millones se destinaron a proyectos 
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dirigidos a mejorar las condiciones de la población vulnerable; la misma cantidad se asignó al 
sector de productividad y empleo; 1300 millones se destinaron a iniciativas de política pública y 
gestión fiscal; 1200 millones se desembolsaron como préstamos especiales para el desarrollo; 704 
millones se destinaron a la respuesta inmediata a la salud pública y 250 millones se utilizaron en 
múltiples áreas prioritarias (Banco Interamericano de Desarrollo, 2021).

Por otro lado, el Banco de Desarrollo de América Latina (CAF) como medida para mitigar los efectos 
humanos y económicos de la COVID-19, puso a disposición de los accionistas una línea de crédito 
contingente por hasta 50 millones de dólares por país para la atención directa de los sistemas de 
salud pública, una línea de crédito de emergencia de rápido desembolso por hasta 2.500 millones 
de dólares para mitigar los efectos económicos y se asignaron 400 millones de dólares. La CAF 
se centró en mantener y apoyar a los bancos de desarrollo nacionales de sus accionistas con el 
objetivo de colocar recursos en los sectores productivos. Además, este organismo regional ha 
puesto a disposición de los estados parte, servicios no financieros como la elaboración de normas 
de emergencia para considerar a la COVID-19 como un evento de fuerza mayor y así brindar ex-
cepciones a los compromisos de financiamiento de las empresas otorgados por la banca privada.

En las siguientes secciones, el documento va a presentar el comportamiento de estas IFD en cada 
país y los problemas encontrados en cada uno de ellos. El análisis de los préstamos en cada país 
inicia con un recuento de los préstamos identificados, para luego realizar un análisis de diferentes 
aspectos pertinentes según cada caso; incluyendo el contexto político que influye en la toma de 
decisiones y la forma de implementación de los préstamos.
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En el estudio presentado por Bolivia se destacan dos préstamos realizados por el BID. Además, las 
operaciones que se tuvieron a través de la cooperación. A continuación, se presenta la descrip-
ción de los préstamos, además del análisis de estos. Finalmente, se presentan las conclusiones 
y recomendaciones. 

Resumen de la descripción del préstamo

Apoyo a las poblaciones vulnerables afectadas por la COVID-19 en 
Bolivia
El proyecto fue aprobado por el directorio ejecutivo del BID el 19 de junio de 2020, el Gobierno de 
Bolivia aprobó el Convenio de Préstamo n.º 5039/OC-BO y la Ley que aprueba el convenio de finan-
ciamiento fue promulgada el 12 de noviembre del mismo año. Esta transacción es la más grande 
en los 62 años de relación del banco con el país.

El proyecto autorizado por el BID tiene un único componente: Protección de las poblaciones vul-
nerables mediante el uso de un programa de transferencia de efectivo. Los subcomponentes del 
Programa son: Protección de las poblaciones vulnerables a través del uso de los programas de In-
gresos y protección para apoyar el consumo básico de electricidad de las poblaciones vulnerables.

La operación se clasificó en la categoría “C”; es decir que se estimó que no causará impactos 
ambientales y sociales negativos o que éstos serán mínimos. El proyecto no financia ningún 
componente de infraestructura física, por lo que “No se prevén impactos y riesgos ambientales 
o sociales asociados”. El documento de propuesta de préstamo publicado por el BID hace clara 
referencia a la población indígena como beneficiaria del programa. Se trata de un préstamo espe-
cífico para inversiones, se financia con recursos del Capital Ordinario (CO) del Banco y el plazo de 
desembolso es de 24 meses.

Programa de crédito global para la defensa del tejido productivo y 
el empleo en Bolivia
El proyecto fue aprobado el 22 de julio de 2020 por el Directorio del BID y el Estado autorizó la firma 
del contrato n.º 5078/OC-BO el 7 de septiembre del mismo año. Se trata de una operación de crédito 
global con un componente único: El apoyo a la mejora de las capacidades financieras a corto plazo 
de las MiPymes. El documento de propuesta de préstamo especifica que:

“Esta operación se considera de bajo riesgo de Intermediación Financiera (FI˗3). Debido a su tama-
ño y naturaleza, la financiación será de categoría C “.

BOLIVIA
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Además, señala que ninguna de las actividades de la lista de exclusión del programa, que incluye, 
entre otras, actividades/sectores de alto riesgo socioambiental, o actividades que: 

(i) Impliquen reasentamientos físicos o económicos involuntarios, serán financiadas con re-
cursos de los subpréstamos. 

(ii) Impliquen un impacto negativo en grupos indígenas. 

(iii) Pueden dañar sitios culturales o sitios culturales críticos. 

(iv) Impliquen un impacto negativo en áreas protegidas o sitios RAMSAR. 

(v) Impliquen el uso de especies invasoras.

Al tratarse de una operación de intermediación financiera, no fue necesario realizar una consulta 
pública para su aprobación. Al ser el Banco de Desarrollo Productivo (BDP) el organismo ejecutor 
del proyecto, se realizó una evaluación de su capacidad institucional en la gestión de riesgos so-
cioambientales. El Informe de Gestión Ambiental y Social (IGAS), determinó que: “El BDP cuenta con 
una estrategia de sostenibilidad y una política ambiental. En el tema social, está muy avanzado 
con productos específicos para mujeres, poblaciones vulnerables y jóvenes. En el tema ambiental, 
está iniciando con asistencia técnica y capacitaciones. La BDP recibe una calificación anual de 
desempeño en Responsabilidad Social Empresarial (RSE), recibiendo en 2019 un nivel medio B+. El 
BDP no cuenta con un manual específico para la gestión de riesgos socioambientales, pero, den-
tro de su proceso de crédito, apoya su gestión de riesgos en cumplimiento de la legislación local 
aplicable”.

Operaciones de Cooperación Técnica
Además, se aprobaron 8 operaciones de cooperación técnica en diferentes áreas. Estos progra-
mas son para el fortalecimiento institucional, la transferencia de conocimientos y los estudios, 
incluidos los diagnósticos, la preinversión y los estudios sectoriales que apoyan la formulación y 
preparación de proyectos. Pueden ser no reembolsables, reembolsables o de recuperación con-
tingente.

Por otro lado, el nuevo Marco de Política Social y Ambiental del BID, aprobado en septiembre de 
2020, establece que este tipo de operaciones (que no son de inversión), quedan fuera del marco 
de la Política, salvo cuando una operación de cooperación técnica o una operación de preinversión 
que financie estudios de prefactibilidad o viabilidad de proyectos de inversión específicos incluya 
estudios ambientales y sociales.
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Nro. 
Operación

Nombre del 
proyecto Fecha Cantidad Objetivo Categoría 

ESS*

ATN/OC-18216-BO Apoyo al cambio 
de la matriz ener-
gética en Bolivia

16 de 
septiembre 
de 2020

250.000 El objetivo de esta Cooperación Técni-
ca (CT) es apoyar al Gobierno de Bolivia 
en la elaboración de estudios técnicos, 
económicos y ambientales para el de-
sarrollo de proyectos de energías re-
novables en áreas rurales de Bolivia, 
contribuyendo a: (i) incrementar el uso 
de energías alternativas y la diversifi-
cación de la matriz de generación eléc-
trica; (ii) reducir el consumo de com-
bustibles fósiles y sus costos para el 
GdB; y (iii) promover la construcción de 
infraestructura con energías alterna-
tivas en áreas rurales durante y des-
pués del COVID-19.

C

BO-T1358 Apoyo a la im-
plantación de un 
sistema de for-
mación laboral en 
Bolivia.

15 de 
septiembre 
de 2020

350.000 El objetivo de la CT es contribuir al 
diseño e implementación de un pro-
grama piloto en el sector agrícola de 
Bolivia para mejorar el nivel de compe-
tencias de los trabajadores.

C

BO-T1367 Apoyo a la Organi-
zación de LATINO-
SAN Santa Cruz 
de la Sierra 2022.

26 de 
agosto de 
2020

200.000 El objetivo de la Cooperación Técnica 
es fortalecer la capacidad del Ministe-
rio de Medio Ambiente y Agua de Boli-
via para la organización del VI Congre-
so LATINOSAN. La CT apoyará al MMAyA 
en la preparación de los contenidos del 
VI Congreso LATINOSAN, así como en el 
aspecto técnico y logístico.

C

BO-T1360 Apoyo a la Mo-
dernización de la 
Seguridad Social y 
a la generación de 
empleo post CO-
VID 19 en Bolivia.

31 de julio 
de 2020

270.000 Los objetivos de la CT son (i) apoyar a 
la administradora de pensiones y otras 
entidades de la seguridad social para 
proponer procesos y soluciones para 
la gestión de los pagos de pensiones 
y mejorar la capacidad de utilizar la in-
formación para promover la eficiencia; 
y (ii) analizar el impacto de la crisis CO-
VID 19 en el mercado laboral boliviano y 
proponer políticas de respuesta.

C

BO-T1362 Programa de 
apoyo a las ac-
tividades de 
preinversión de 
instalaciones sa-
nitarias y diseño 
de un modelo de 
gestión y mante-
nimiento de acti-
vos hospitalarios

08 de julio 
de 2020

250.000 El objetivo de la CT es apoyar las acti-
vidades de preinversión (actualización 
de costos) de los establecimientos de 
salud de primer nivel y el diseño de 
un modelo para la adecuada gestión y 
mantenimiento de activos de los hospi-
tales de referencia, en el marco de las 
actividades de fortalecimiento integral 
de las redes de salud en Bolivia con-
templadas en la operación BO-L1204.

B
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Nro. 
Operación

Nombre del 
proyecto Fecha Cantidad Objetivo Categoría 

ESS*

BO-L1214 Nuevos servicios 
financieros digi-
tales para zonas 
rurales desaten-
didas o con esca-
sa cobertura.

25 de junio 
de 2020

4.000.000 Ampliar la inclusión financiera median-
te el desarrollo de una plataforma de 
Gestión de Transacciones Electrónicas 
Móviles (ATEM) para las zonas rurales 
que no disponen de conexión a Inter-
net, integrando productos de: (i) Cap-
turas / ahorros (en el futuro); (ii) Líneas 
de Crédito; y (iii) Canales como Kioscos 
Móviles (KM) así como corresponsales 
financieros (en los que también podrán 
realizar el pago de cuotas de présta-
mos, servicios, transferencias, etc.).

B13

BO-T1368 Nuevos servicios 
financieros digi-
tales para zonas 
rurales desaten-
didas o con esca-
sa cobertura.

25 de junio 
de 2020

160.000 Ampliar la inclusión financiera median-
te el desarrollo de una plataforma de 
Gestión de Transacciones Electrónicas 
Móviles (ATEM) para las zonas rurales 
que no disponen de conexión a Inter-
net, integrando productos de: (i) Cap-
turas / ahorros (en el futuro); (ii) Líneas 
de Crédito; y (iii) Canales como Kioscos 
Móviles (KM), así como corresponsales 
financieros (en los que también pue-
den realizar el pago de cuotas de prés-
tamos, servicios, transferencias, etc.).

C

BO-T1353 Fortalecimiento 
local para el uso 
de baños ecoló-
gicos secos en 
Bolivia

09 de junio 
de 2020

100.000 El objetivo de la CT es apoyar al go-
bierno boliviano y a otros actores del 
sector en la definición de una estra-
tegia de acompañamiento social para 
el buen uso de los baños ecológicos 
secos en las zonas rurales de Bolivia.

C

Fuente: Estudio sobre los préstamos de las IFD en el contexto de la COVID-19 elaborado por Cedla.

De acuerdo con el cuadro anterior, se observa que en la mayoría de las operaciones de coopera-
ción técnica realizadas en el país durante el período de estudio de la consultoría la categorización 
de las operaciones es C. 

Según la guía de Consultas Públicas con la sociedad civil “Directrices para Organismos Eje-
cutores Públicos y Privados (BID, 2016)”, en el caso de la clasificación C, no se requiere una 
consulta; sin embargo, es una buena práctica hacer siempre una consulta pública.

Balance de los préstamos en Bolivia

Como hemos visto, el BID aprueba dos préstamos en Bolivia en 2020 (ambos relacionados con la 
atención de la pandemia y la recuperación económica) y una serie de cooperaciones técnicas. El 
BID Invest no aprueba ninguna operación.

La clasificación de riesgo social y ambiental de los préstamos es C y B 13; es decir, no se consideró 
la necesidad de un proceso de consulta previa sobre temas sociales o ambientales porque no 
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existen tales riesgos; sin embargo, la cartera activa del BID en el país es la más importante de la 
banca multilateral y sufrió (como todas las operaciones de deuda) un gran impacto que impidió su 
normal desarrollo.

Es importante mencionar que, en el caso de Bolivia, se debe tener en cuenta que el 41% de la pobla-
ción en Bolivia es de origen indígena; a su vez, existen 36 pueblos reconocidos, siendo el Quechua 
y el Aymara, los mayoritarios en los Andes occidentales. El Chiquitano, el Guaraní y el Moxeño son 
los siguientes más numerosos, formando parte de los 34 pueblos indígenas que viven en la región 
oriental del país. IGWIA (2020). Siendo así, es necesario que los proyectos y préstamos llevados a 
cabo en Bolivia, tengan en cuenta las diferencias antropológicas para una implementación integral 
que logre beneficios a todos.

Alta polarización política en el país
La aprobación del Directorio del BID se anunció varios meses antes (el 19 de junio y el 22 de julio, 
respectivamente), de que el país aprobara y firmara los acuerdos de préstamo. Esta distancia 
entre la aprobación del BID y el Estado de Bolivia se debe a la polarización política que impidió los 
acuerdos necesarios para que la Asamblea Legislativa Plurinacional aprobará los créditos.

La historia de la relación del BID con Bolivia muestra que en épocas de crisis el organismo tuvo 
un rol protagónico al proponer posibles soluciones que fueron acompañadas de financiamiento. 
Durante la pandemia, no se da la misma situación; Por ello, la política pública implementada por el 
gobierno de transición se llevó a cabo mediante la emisión de numerosos decretos supremos a lo 
largo de 2020. Asimismo, la debilidad institucional de las entidades bolivianas encargadas, expre-
sada en el cambio de funcionarios a cargo, significó problemas a la hora de viabilizar los créditos 
y numerosos retrasos en los mismos.

Flexibilidad en un contexto de fragilidad institucional
Las circunstancias sin precedentes de la crisis sanitaria, combinadas con las debilidades preexis-
tentes en el país, aumentaron la posibilidad de corrupción y falta de transparencia. Durante los 
primeros meses de la pandemia, los organismos internacionales en Bolivia (tal como habían acor-
dado previamente en la reunión del Grupo de Trabajo Conjunto de Cumbres de la OEA), anunciaron 
al Gobierno la posibilidad de flexibilizar el destino de los recursos de las operaciones ya aprobadas. 
El primer redireccionamiento (la única que se hizo pública), provocó un escándalo de presunta 
corrupción con implicaciones incluso de orden diplomático1. 

Incapacidad de realizar procesos regulares
La cartera en ejecución del BID en Bolivia hasta finales de 2020 constaba de 32 operaciones con 
garantía soberana por más de 2.800 millones de dólares. La cartera en ejecución de la cooperación 
no reembolsable superó los 60 millones de dólares. En cuanto a IDB Invest, la cartera constaba de 
seis operaciones por más de 50 millones de dólares; Además, había proyectos en preparación de 
diferentes sectores.

1 El abogado del Estado dijo que la oficina del Banco Interamericano de Desarrollo (BID) en Bolivia se negó a dar información sobre su no objeción a la 
compra de respiradores con supuesto sobreprecio, alegando inmunidad diplomática.
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Los proyectos en fase de preparación y funcionamiento se enfrentaron a dificultades que se cree 
que los paralizaron, en cierta forma, debido a las medidas relacionadas con los aislamientos y las 
cuarentenas, los cierres de fronteras, los cierres de departamentos y municipios del interior del 
país. 

Todas las operaciones que lo requerían debían someterse a comprobaciones periódicas de segui-
miento y control, que en el caso del BID (a través de los PMR) implican el seguimiento de cuestiones 
sociales y medioambientales. Las medidas adoptadas para contener el coronavirus repercutieron 
en la ejecución de las actividades previstas sobre el terreno, que se hicieron de forma virtual (por 
teléfono) o no se realizaron. Además, el propio BID admite que carece de un marco de política de 
salvaguarda integrado y completamente coherente, aspecto que facilitó el incumplimiento de toda 
la normativa.

Por ejemplo, el PMR de junio a julio de 2020 del Proyecto Programa de Mejoramiento de la Accesi-
bilidad a los Servicios de Salud Materna y Neonatal en Bolivia,2 en referencia al cumplimiento de 
las salvaguardas ambientales y sociales dice: “Se evidencian avances limitados en relación a la 
situación encontrada en la misión de 2019, esto debido al contexto de la pandemia de la COVID-19 
que ha paralizado las actividades planificadas, especialmente las relacionadas con la realización 
de documentos de análisis socioambiental, Plan de Gestión Ambiental (PGA) y realización de Con-
sultas Públicas” (Informe Operativo PMR, 2020).

En el texto Consultas públicas: Paso a Paso, el BID afirma que “Durante la crisis sanitaria de 
COVID-19, se enfrentó a la dificultad de realizar consultas públicas sobre operaciones, políticas 
y estrategias con los representantes de los pueblos indígenas y las comunidades de las zonas 
rurales y/o la conectividad” (Banco Interamericano de Desarrollo, 2021, p. 18). Sin embargo, es im-
portante señalar que la Oficina de Evaluación y Supervisión del BID en la Evaluación del Programa 
País de Bolivia 2016-2020 identificó: “Dificultad en la gestión de temas ambientales y sociales. Se 
han identificado deficiencias en la adecuada gestión ambiental y social de algunos programas de 
medio ambiente y desastres naturales y de agua y saneamiento, así como en el cumplimiento de 
las políticas de salvaguardias del Banco. En un caso, esta situación dio lugar a un conflicto que 
se planteó ante el Mecanismo Independiente de Consulta e Investigación” (OVE, 2020, p. 19). Lo 
que significa que los problemas no eran típicos de la pandemia; el BID propiamente dicho ya había 
advertido de este tipo de inconvenientes con anterioridad.

Conclusiones y recomendaciones

Lamentablemente, se percibe que el tratamiento de la crisis sanitaria de COVID-19 es similar al de 
otras crisis, sea cual sea (terremoto, incendio forestal, inundación, huracán, etc.). En el momento 
en que se declara la catástrofe, se flexibilizan las normas y procedimientos y posteriormente 
surgen las denuncias de prácticas cuestionables, actos de corrupción y falta de transparencia. 
La más afectada es siempre la sociedad civil, que además de no beneficiarse de los recursos 
asignados tiene que asumir las consecuencias de los créditos o del mal uso de los recursos. Esta 
situación se repite a nivel local, nacional e internacional.

La cartera de la banca multilateral en Bolivia estuvo y está orientada básicamente a sectores 
relacionados con la infraestructura (carreteras, construcción de hospitales, represas y otros). La 

2  El proyecto se asoció a la crisis de COVID por el desvío de fondos que se hizo de él.
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preferencia por la infraestructura es compartida por los gobiernos o los organismos. En el caso 
de las multilaterales, por el volumen de la operación que genera la ampliación de la cartera con 
menos gastos operativos o administrativos. Del lado de los “prestatarios” por la posibilidad de 
corrupción o de una gestión menos transparente. Al igual que el tratamiento de las situaciones 
de crisis de emergencia, requiere la atención y vigilancia de las organizaciones de la sociedad civil 
que también han sufrido un proceso de desgaste en años anteriores.

 z El BID informó que aumentó el financiamiento, ajustó los instrumentos de préstamo y ace-
leró los procedimientos para ayudar a enfrentar la pandemia, tanto para la respuesta sani-
taria inmediata como para apuntalar la recuperación; sin embargo, a pesar de los anuncios 
generados por el BID en Washington sobre la aprobación de préstamos en condiciones más 
expeditas, las dos operaciones aprobadas en el Directorio no tuvieron su correlato en el país 
debido a momentos políticos; sin embargo, esto no pudo significar un perjuicio para los be-
neficiarios en el caso del préstamo de Apoyo a poblaciones vulnerables afectadas por el CO-
VID, porque el Gobierno realizó el pago de bonos y facturas de electricidad con recursos del 
TGN en el momento en que fueron anunciados y el documento de la operación de préstamo 
especifica que: “el prestatario podrá solicitar desembolsos en la modalidad de Reembolso 
de Gastos, cuando haya realizado transferencias elegibles con recursos propios”. Es decir, 
cuando el BID desembolsó los recursos, el Gobierno tuvo flexibilidad para nuevos gastos que 
no estaban necesariamente asociados.

 z Debido a la naturaleza de los beneficios que el Gobierno (tanto el de transición como el 
actual) durante el año 2020 establecieron como prioritarios para los proyectos aprobados 
por el BID (especialmente los bonos), no es posible contar con datos confiables sobre la 
cantidad de beneficiarios y las condiciones de pobreza en que se encontraban. La llamada 
universalidad encubre a los sectores más vulnerables. Tampoco se ha establecido cuántas 
personas que debían cobrar no lo hicieron o que no debían cobrar lo hicieron. En este ámbi-
to, queda pendiente la eficacia de los sistemas de información, la actualización de los datos 
y su transparencia.

 z Existe el reto de seguir informando y promoviendo la participación de las partes interesadas 
en la toma de decisiones de proyectos que afectan a sus vidas y medios de vida en medio 
de las limitaciones. La respuesta obvia parecería ser poner los datos en línea y esperar a 
que la comunidad afectada los lea y responda. Desafortunadamente, es un completo fraca-
so en los casos en que las comunidades tienen un acceso limitado o nulo a Internet o poco 
acceso a la información.

 z Los bancos multilaterales como el BID y el Banco Mundial deben contribuir a la reactivación 
económica de Bolivia para enfrentar la crisis y mitigar los efectos de la pandemia. Esta reac-
tivación se llevará a cabo, a través del impulso de proyectos de infraestructura. Hay un reto 
muy importante porque el país, el gobierno y la sociedad civil tienen el desafío de aprobar y 
apoyar proyectos que promuevan la activación sin aumentar el impacto ambiental y social. 
Esto significa cumplir con las normas locales, pero también con las de las organizaciones. 
El propio BID lleva años informando de los problemas que afronta dentro de la organización 
y con el gobierno homólogo para cumplir con la normativa social y medioambiental.
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En el caso de Brasil, los Bancos de Desarrollo (BD), a nivel multilateral, nacional y regional, respon-
dieron rápidamente a la pandemia, proporcionando recursos financieros a corto plazo y apoyando 
varios programas de emergencia. Las debilidades socioeconómicas de Brasil que ya eran preocu-
pantes mucho antes del inicio de la COVID-19 se han exacerbado ahora y las debilidades se han 
vuelto más críticas con la pandemia. La alta y creciente proporción de la población vulnerable, la 
seguridad alimentaria, las empresas, la pérdida de puestos de trabajo y el apoyo al sector de la 
salud, representan ahora los mayores desafíos para Brasil, mientras que las desigualdades so-
cioeconómicas existentes tomaron un papel crucial en la pandemia, con las regiones y grupos más 
pobres sufriendo consecuencias más extremas (Rocha et al. 2021). 

Resumen de la descripción del préstamo

En lo que respecta al período comprendido entre enero de 2020 y mediados de junio de 2021, se 
han puesto en marcha varios programas específicos de países y multinacionales por parte de los 
PP en Brasil y, en comparación con los demás países de este análisis, en esta sección se examina-
rá específicamente la actividad de los siguientes PP multilaterales y bilaterales que se enumeran 
en la siguiente tabla.

Lista de BD multilaterales y bilaterales

Agencia Francesa de 
Desarrollo

Agencia Española de Cooperación 
Internacional para el Desarrollo Banco Asiático de Desarrollo

Banco de Desarrollo de 
América Latina Banco Europeo de Inversiones Banco Interamericano de 

Desarrollo

Nuevo Banco de Desarrollo Banco Mundial

Fuente: Elaboración propia a partir de la base de datos DEVEX.

La presencia de varios programas específicos de cada país, pero también de varios países, ha 
permitido incluir en este análisis no sólo a las instituciones que se centran única o parcialmente 
en América Latina y Brasil; Por lo tanto, la lista de instituciones seleccionadas incluye el Banco 
Mundial, el Banco Interamericano de Desarrollo, el Banco de Desarrollo de América Latina o el 
Nuevo Banco de Desarrollo, pero también instituciones cuyo foco no está necesariamente en los 
países latinoamericanos pero que han participado en programas que incluyen a Brasil, como el 
Banco Asiático de Desarrollo, la Agence Française de Développement y el Banco Europeo de In-
versiones. La siguiente tabla informa del número total de operaciones y del desembolso total de 
los PP seleccionados.

BRASIL
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Desembolso total de DBs multilaterales y bilaterales en respuesta a la COVID-19

Nombre de la base de datos Tipo de DB Número total 
de iniciativas

Desembolso total
Mil millones de dólares

Banco Mundial Multilateral 68 21.5

Banco Interamericano de Desarrollo Multilateral 52 11.4

Nuevo Banco de Desarrollo Multilateral 4 5.0

Banco Asiático de Desarrollo Multilateral 1 1.3

Banco Europeo de Inversiones Multilateral 3 0.53

Banco de Desarrollo de América Latina Multilateral 2 0.35

Agencia Francesa de Desarrollo Bilateral 3 0.18

Agencia Española de Cooperación 
Internacional para el Desarrollo Bilateral 1 0.001

Total3 134 40.2

Fuente: Elaboración propia a partir de la base de datos DEVEX.

Para el Estado brasileño, el Banco Mundial y el BID, han sido, como era de esperar, los dos BD que 
han emitido la mayor cantidad de recursos financieros y también han cubierto el mayor número 
de programas de respuesta a la pandemia. En el período de análisis, el Banco Mundial emitió pro-
gramas de respuesta por un monto global de 21,5 mil millones de dólares para Brasil, casi el doble 
en comparación con el BID en el mismo período de análisis. El Nuevo Banco de Desarrollo, el DB 
Multilateral establecido por los Estados BRICS en 2014, es el tercer donante para Brasil y emitió 
programas por un valor de 5 mil millones dólares en el período de interés, mientras que todos los 
demás DBs han registrado un número mucho más limitado de operaciones y cantidad de recursos 
para Brasil. Según la clasificación del DEVEX, las operaciones emitidas por los DBs Multilaterales y 
Bilaterales pueden ser de cualquiera de los siguientes 4 tipos:

 z Contrato: Proyectos que han sido adjudicados a organizaciones concretas, o a organiza-
ciones que pueden ser preseleccionadas para la adjudicación del proyecto en una región 
determinada.

 z Actividad de financiación: Noticias tempranas sobre oportunidades de financiación del 
desarrollo y noticias relacionadas con los principales donantes, fundaciones, entidades del 
sector privado, medios de comunicación y filantropías.

 z Programa: Tipo de proyectos financiados más estructurados.
 z Licitación: Oportunidades que permiten beneficiarse de la ejecución del contrato - compra 

de bienes, obras y servicios de construcción 4.

3 En el caso de los programas que han sido coordinados por más de una institución o con más de un país receptor, cuando sólo se dispone del 
desembolso global del programa, el importe total desembolsado en el programa se ha dividido a partes iguales entre el número de instituciones 
cooperantes y/o países participantes.

4 Debido a la naturaleza de la ayuda, los programas de licitación no informan de ningún importe desembolsado.
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En consonancia con las cuatro categorías de operaciones explicadas anteriormente, la mayoría 
de los programas emitidos por los PP se han destinado a financiar actividades, mientras que 
los programas han representado el segundo tipo de apoyo más recurrente, representando casi 
una cuarta parte del número total de operaciones puestas en marcha por los PP; Por último, los 
contratos y las licitaciones representan los tipos de operaciones menos frecuentes. En cuanto 
a las áreas de intervención que más se benefician de los programas de los PP, la siguiente tabla 
muestra los desembolsos totales por área de intervención.

Desembolso total de los BD multilaterales y bilaterales, por área de intervención

Área de intervención Número total de operaciones Desembolso total U$ Miles  
de millones

Económico 66 18.61

Vulnerable 21 11.86

Respuesta 24 5.30

PYMES 14 2.20

Género 3 2.09

Sistemas de salud 17 0.13

Seguridad alimentaria 2 0.0139

Equipo 13 0.0031

Turismo 6 0.0009

Investigar 7 0.0006

Detección 2 0.0005

Educación 2 0.0003

Consultoría 3 0.0000

Total5 134 40.2

Fuente: Brasil y la pandemia de la COVID-19: el rol de los bancos de desarrollo como apoyo al Estado. Elaborado por Marco 
Carreras, Institute of Development Studies, University of Sussex, Brighton (IDS, Brasil).

En Brasil, el apoyo financiero de los PP durante la pandemia se ha centrado principalmente en 
cinco áreas de intervención. Los proyectos que han atraído la mayor parte de los recursos finan-
cieros desembolsados por los DBs durante la pandemia de COVID-19 han sido en apoyo del sector 
económico con más de 18.000 mil millones de dólares australianos, desembolsados durante el 
período comprendido entre enero de 2020 y junio de 2021. El apoyo a los grupos/comunidades 
vulnerables ha sido en cambio la segunda área en cuanto a desembolsos de los PP, recibiendo casi 
12.000 mil millones de dólares; Por último, los proyectos dirigidos a áreas de intervención como la 

5 Para los programas que tienen más de un área de interés, el importe total desembolsado en el programa se dividió por el número de áreas de interés.
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respuesta, las PYME y el género recibieron en conjunto unos 10.000 mil millones de dólares. Cu-
riosamente, los proyectos relacionados con el sector de la salud no figuran entre las principales 
áreas receptoras de recursos financieros y sólo recibieron en total 0,13 mil millones de dólares.

Balance de los préstamos en Brasil 

En la actualidad, los PD de muchos países desarrollados y en vías de desarrollo se enfrentan al 
reto de si relajar los objetivos climáticos y por consiguiente los costes para las empresas durante 
la crisis o si mantener los objetivos climáticos actuales podría representar la oportunidad ade-
cuada para una fase de recuperación más ecológica, siendo esta última la estrategia que parece 
preferir la mayor parte de los PD (Griffith-Jones et al. 2020); Por lo tanto, a pesar del aumento del 
riesgo en la economía mundial provocado por la pandemia, todos los PP, incluidos los nacionales 
y regionales brasileños, mantuvieron un fuerte compromiso con sus objetivos climáticos preexis-
tentes.

Las medidas de protección social, muy debilitadas por la constante reducción de los recursos 
disponibles en los últimos años, siguen representando el principal instrumento para llegar a corto 
plazo a los necesitados, en un contexto nacional que experimenta un aumento de los niveles de 
pobreza, desigualdad y vulnerabilidad a nivel nacional (Piratas y Barbosa 2020). En este contexto 
se han puesto en marcha varios programas en Brasil por parte de diferentes DBs Multilaterales y 
Bilaterales, como se informa en la siguiente tabla.

Políticas para las poblaciones vulnerables durante el período de enero de 2020 a marzo de 2021

Programa Emitido por

Programa de apoyo de emergencia a las poblaciones vulnerables afectadas por el 
coronavirus BID

Apoyo a los ingresos de los grupos vulnerables afectados por el COVID-19 en Brasil WB

Brasil: Apoyo a los ingresos de los pobres afectados por la COVID-19 WB

Préstamo de 200 millones de euros para las poblaciones desfavorecidas afectadas 
por el COVID-19 en Brasil AfD, WB, IADB

Modernización e innovación del sector público de Paraná para la prestación de 
servicios WB

5 millones de dólares de apoyo a la dirección y seguimiento de causas judiciales en 
defensa de la democracia, los derechos humanos y el Estado de Derecho en Brasil

Fundación Sociedad 
Abierta

4,4 millones de dólares para apoyar el desarrollo social en medio de la pandemia de 
COVID-19 USAID

Nueva asociación para promover la integración y la coexistencia pacífica entre 
refugiados, migrantes y comunidades de acogida vulnerables UE

Fuente: Elaboración propia a partir de la base de datos DEVEX.
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El primer programa para las poblaciones vulnerables, “Programa de apoyo de emergencia para 
los grupos vulnerables afectados por el coronavirus”, lanzado por el BID con un importe global 
disponible de 1 millón de dólares, tiene por objeto garantizar unos niveles mínimos de calidad de 
vida, mediante el apoyo a unos ingresos mínimos y al empleo, para los afectados por la pandemia 
de COVID-19.

El Banco Mundial participó en diferentes programas, principalmente medidas de protección social 
para las poblaciones pobres y desfavorecidas, pero también apoyo al sector de la salud. El progra-
ma “Apoyo a los ingresos de los pobres afectados por la COVID-19” puso a disposición un préstamo 
de 1.000 millones de dólares para financiar casi 2 años de ampliación del programa Bolsa Familia6; 
el programa “Préstamo de 200 millones de euros para las poblaciones desfavorecidas afectadas 
por la COVID-19 en Brasil”, en asociación con la AFD y el BID para ayudar a financiar programas de 
asistencia de emergencia y; el programa “Modernización del sector público de Paraná e innovación 
para la prestación de servicios” para mejorar la eficiencia del sector sanitario en el Estado de 
Paraná.

Por último, Open Society Foundation, USAID y la UE pusieron a disposición recursos financieros 
adicionales para el apoyo legal, el desarrollo social y la integración con los migrantes para los 
grupos más afectados por la pandemia.

Conclusiones y recomendaciones

A pesar de los esfuerzos realizados desde la primera fase de la pandemia de COVID-19, Brasil está 
lejos de una fase de recuperación estable y es probable que las consecuencias de la pandemia de 
COVID-19 duren muchos años. El apoyo inicial de los bancos multilaterales, nacionales y regionales 
ha sido crucial para proporcionar rápidamente recursos financieros para hacer frente a las conse-
cuencias socioeconómicas; sin embargo, aún queda mucho por hacer. 

Las desigualdades sociales se han intensificado y la proporción de la población vulnerable au-
mentó rápidamente en 2020. El apoyo al sector de la salud, la seguridad alimentaria, la protección 
de las personas vulnerables, la pérdida de puestos de trabajo y el cambio climático, son algunas 
de las principales prioridades en este momento para Brasil y exigen una acción inmediata. Otro 
reto importante para el 2021 era la necesidad de alcanzar cuanto antes una alta cobertura de los 
vacunados y, en agosto de 2021, pues para ese momento, Brasil estaba muy por debajo de haber 
vacunado a la mitad de la población7. Actualmente, para junio del 2022, el 78,56 % de la población 
ha recibido sus dosis completas, por debajo del índice de países como Chile que lideraban la 
vacunación con el 91,31 %, teniendo en cuenta que Brasil es el país con mayor población de Lati-
noamérica8.

El claro mandato de los bancos de desarrollo de maximizar el impacto en el desarrollo requiere 
que estas instituciones desempeñan un papel aún mayor para apoyar una rápida recuperación 
y fomentar una transformación ecológica y justa, en particular, proporcionando apoyo a aquellos 
que ya necesitaban ayuda antes de la pandemia de la COVID-19. Los bancos multilaterales, nacio-

6 Los hogares inscritos en el programa Bolsa Familia deben garantizar la asistencia regular a la escuela y los controles de salud de sus hijos.

7 REUTERS. Covid-19 Tracker. Consultado 11.10.2021. Ver reporte 

8  STATISTA. Porcentaje de vacunados y dosis administradas contra el Coronavirus (COVID-19) en América Latina y el Caribe a 14 de junio de 2022, por país. 
Consultado el 20 de junio de 2022. Ver reporte

https://graphics.reuters.com/world-coronavirus-tracker-and-maps/countries-and-territories/brazil/
https://es.statista.com/estadisticas/1258801/porcentaje-y-numero-vacunados-contra-covid-19-en-latinoamerica-por-pais/


20

EL ROL DE LOS BANCOS DE DESARROLLO EN AMÉRICA LATINA: 
PRÉSTAMOS E INTERVENCIÓN EN BOLIVIA, BRASIL, COLOMBIA, ECUADOR, PERÚ Y ARGENTINA

nales y regionales tienen la capacidad y el mandato para hacerlo, posiblemente desplazando los 
recursos financieros privados.

Las medidas de austeridad fiscal que aún están activas en Brasil. deberían ser sustituidas in-
mediatamente por medidas más fuertes y anticíclicas a largo plazo, tanto para evitar mayores 
pérdidas causadas por la pandemia, como para evitar que una mayor parte de la población caiga 
en la pobreza, y para reconstruir una economía más fuerte, resistente y respetuosa con el clima.

Este documento investigó qué tipo de medidas sociales, financieras y económicas han sido desa-
rrolladas por los PP para apoyar a Brasil desde principios de 2020; sin embargo, se necesita más 
investigación para evaluar el grado de éxito o fracaso de esas medidas, si las personas/empresas 
a las que se dirigen se han beneficiado realmente de estos programas y hasta qué punto podrían 
ser necesarios recursos adicionales.
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La intervención de las IFD en Colombia ha sido un tema permanente. En diferentes momentos, el 
país ha recurrido a ellas para financiar crisis socioeconómicas, aprovechando así la aplicación de 
políticas públicas impuestas desde el exterior. Entre las principales instituciones financieras de 
Colombia se encuentran la Corporación Andina de Fomento (CAF), el Banco Mundial (BM), el Fondo 
Monetario Internacional (FMI) y el Banco Interamericano de Desarrollo (BID). A continuación, se 
ofrece una visión general del apoyo financiero de las entidades mencionadas.

Resumen de la descripción del préstamo

El monto de los préstamos otorgados por el BID a Colombia entre enero de 2020 y junio de 2021 
asciende a 2.194 millones de dólares, equivalentes a 7,9 billones de pesos. Este valor representa 
el 2,6% de los 313 billones de pesos que conforman el presupuesto del Gobierno Nacional para 
2021 y el 13,8% del rubro de inversión directa para la atención de la COVID-19. Además, significa el 
34,8% del dinero destinado al Fondo de Emergencia (FOME) creado por el presidente Duque para la 
respuesta a la pandemia en materia social, sanitaria y económica.

Por sectores, el apoyo al sector privado se llevó la mayor cantidad de préstamos con siete pro-
cesos de financiación por valor de 1.296 millones de dólares. La reforma del Estado es la segunda 
partida más importante con una inversión de 350 millones de dólares. Le siguen las infraestructu-
ras con 233 millones de dólares; Por el contrario, las áreas de atención a la pandemia y la inversión 
social apenas representan el 12% de los préstamos (252 millones de dólares). 

Los rubros están alineados con las prioridades establecidas en el documento CONPES 40239, 
presentado por el gobierno nacional para la reactivación y el crecimiento sostenible del país. El 
BID, para no dejar dudas sobre el interés de apoyar al gobierno en la revitalización del sector 
productivo, aprobó siete préstamos por 1.344 millones de dólares. La mayoría de estos proyectos 
fueron aprobados por el BID Invest y dos por la casa matriz. Sobre los primeros, no hay suficiente 
información para establecer el apoyo del país, aunque abordan temas importantes como los prés-
tamos de emergencia a las MIPYMES, las comunicaciones, el transporte y el apoyo al sector finan-
ciero. En cuanto a los dos últimos, tienen que ver con una línea financiera del Banco de Desarrollo 
Empresarial de Colombia (Bancoldex) y el apoyo a la industria creativa.

En las industrias creativas, es un ejemplo de préstamo que no prevalece en medio de la pandemia; 
sin embargo, cuenta con la mayor financiación asignada, por valor de 850 millones de dólares, es 
decir, unos 3,3 billones de pesos. El préstamo busca implementar cuatro propósitos: mantener un 
entorno macroeconómico favorable para este sector; fortalecer las entidades estatales encarga-
das de su promoción; contar con una política pública para mejorar la actividad empresarial y el 
emprendimiento; y apoyar el desarrollo de iniciativas basadas en la creatividad y la innovación.

9 Documento del Consejo de Política Social y Económica que orienta las estrategias y los programas de recuperación económica. 

COLOMBIA



22

EL ROL DE LOS BANCOS DE DESARROLLO EN AMÉRICA LATINA: 
PRÉSTAMOS E INTERVENCIÓN EN BOLIVIA, BRASIL, COLOMBIA, ECUADOR, PERÚ Y ARGENTINA

El préstamo se ejecutó en tiempo récord, el contrato se publicó en junio de 2020, con un tiempo de 
desembolso de 12 meses y un año después aparece como cerrado en la plataforma del BID. Si bien 
la industria creativa es uno de los sectores que la presidencia definió como alternativa productiva 
en su plan de desarrollo, en tiempos de crisis, con los problemas que enfrenta el país, este dinero 
bien podría servir para contribuir a la reactivación de las pequeñas y medianas empresas (MiPy-
mes) aquejadas por la recesión económica. Las cifras del Departamento Administrativo Nacional 
de Estadística (DANE) indican que la quiebra o disminución de ingresos en este sector superó el 
70%. Esto está directamente relacionado con el aumento del desempleo, ya que son las empresas 
familiares las que emplean a la mayoría de la población; sin embargo, la Organización para la Coo-
peración y el Desarrollo Económico (OCDE) señaló que Colombia es uno de los países que menos 
invirtió en sacar a las pequeñas empresas de la crisis, teniendo en cuenta que sólo el 7,5% recibió 
algún tipo de apoyo directo.

El dinero del préstamo también caería muy bien en la implementación de la gratuidad para los 
jóvenes de estratos socioeconómicos 1 y 2 que tengan interés en acceder a la educación superior, 
que, según la presidencia de la república, tiene un costo de 1,3 billones al año. El Ministerio de Edu-
cación señaló que, durante el 2020, cerca de medio millón de personas no ingresaron a este ciclo 
educativo por la imposibilidad de pagar sus estudios. Además, la matrícula cero es una de las de-
mandas que organizaciones y líderes han exigido en el marco de las movilizaciones que se dieron 
en el primer semestre de 2021. Aunque el gobierno de Duque accedió a implementar un programa 
en este sentido de manera tardía y ante la presión social, los recursos del BID son fundamentales 
para mantener una política de largo plazo que permita resolver la brecha educativa en el país, 
considerada uno de los principales cuellos de botella para la generación de capital humano y la 
lucha contra la desigualdad en el país.

No se trata de ignorar el valor de las industrias creativas, su potencial se refleja en el aporte que 
hace a la economía que según el DANE se ubicó en 1,9% del PIB en 2020. La discusión planteada 
tiene que ver con tres temas: 

 z Primero, la consolidación de un sector productivo como alternativa económica no se im-
pone como lo ha hecho el gobierno nacional sin una ruta y un espacio de concertación con 
todos los actos de la llamada economía naranja. En este sentido, la economía naranja cons-
tituye un modelo de desarrollo integral, planteado por el gobierno colombiano, que prioriza 
su cultura y la toma como pilar para la transformación social y económica del país10. 

 z Segundo, las prioridades de inversión en un escenario desfavorable exigen la concentra-
ción de los Estados en áreas críticas relacionadas con la vida de las personas y las oportu-
nidades de generar ingresos para los hogares. 

 z Tercero, el ejemplo expuesto es sólo una muestra de las críticas que se le han hecho al 
presidente Duque por su desconexión con la realidad y los problemas que vive el país.

Otros préstamos, que ascienden a 38 millones de dólares, se destinan principalmente a la amplia-
ción de las Asociaciones Público-Privadas (APP) en el sector de las infraestructuras, a la aplicación 
de la política nacional de logística y a un programa vinculado a la eficiencia energética. La suma 
de los tres es de aproximadamente 148.000 millones de pesos. La financiación identificada tam-
bién plantea dudas sobre su prioridad en tiempos de crisis sanitaria y social. Si bien son sectores 
importantes en la agenda de reactivación económica, existen otras fuentes asignadas en el mar-
co de las políticas públicas para su funcionamiento; Por ejemplo, el país cuenta con una Política 

10 Para mayor detalle, se puede revisar la web Economía Naranja. 

https://economianaranja.gov.co/#:~:text=La Econom%C3%ADa Naranja es un,un mejor futuro para todos
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Nacional de Logística aprobada en 2020, cuyo periodo de implementación es de 2020 a 2024, por 
un valor de 55 millones de pesos, financiados con recursos del presupuesto general de la nación.

En el caso de las APP, el préstamo aprobado en septiembre de 2020 se queda en estudios preli-
minares, análisis, documentos de soporte, capacitación a entidades de la nación y del territorio 
sobre este concepto y el fortalecimiento del DNP como entidad promotora. No hay acciones que 
contribuyan directamente a reactivar la economía o favorecer en el corto plazo la construcción de 
infraestructura para mejorar la competitividad nacional. 

El valor real de la solitaria relacionada con el apoyo productivo a las MiPymes y la eficiencia ener-
gética es de dieciséis millones de dólares, ocho aportados por el BID y ocho financiados por el 
gobierno nacional. Desafortunadamente, no se identifica cómo esta iniciativa ayudará a las peque-
ñas y medianas empresas a salir de la debacle de ingresos que enfrentan actualmente, ni cuál es 
la ruta para beneficiar a las más de 25.000 empresas que debieron cerrar en 2020, según datos del 
DANE. Tampoco es claro cómo se beneficia la sociedad con la mayor generación de empleo, tema 
primordial en un contexto marcado por la informalidad y la falta de oportunidades laborales. Como 
en el caso anterior, no se discute la importancia de abordar la reducción del consumo de energía 
por parte del sector productivo; sin embargo, Colombia vive una tragedia social y económica que 
debe ser atendida con urgencia.

En cuanto a los préstamos solicitados para la modernización del Estado, se trata de iniciativas 
cuyo objetivo es aumentar la eficacia, eficiencia y transparencia del Sistema de Justicia para 
resolver los procesos judiciales, mejorar la atención de las necesidades legales satisfechas a 
los ciudadanos y los niveles de recaudación tributaria mediante la modernización tecnológica 
y organizativa del DIAN. Ambos comenzaron a discutirse con el BID antes de la pandemia como 
temas prioritarios, con un monto cercano a los 350 millones de dólares. Luego, con la llegada del 
Coronavirus, su importancia se mantuvo vigente. Durante el año 2020, se evidenció la urgencia 
de digitalizar los archivos, documentos y decisiones de los jueces para garantizar los derechos 
de la población a la justicia y, en el marco de la movilización ciudadana, una de las alternativas 
para incrementar los recursos de la nación, esto afecta a los grupos más pobres es precisamente 
optimizar el trabajo de la entidad nacional encargada de recaudar los impuestos en el país. 

Finalmente, están las asignaciones para la ejecución de programas sociales; como se mencionó 
anteriormente, la inversión en préstamos del BID es de alrededor de 252 millones de dólares, 
distribuidos en tres proyectos, uno sobre la sostenibilidad del sistema de salud, otro sobre los 
jóvenes y uno adicional que busca mejorar el acceso de la población al agua en La Guajira. 

El Préstamo de mayores recursos está relacionado con el sector salud. El propósito de este prés-
tamo es mejorar la gestión del gasto con 75 millones de dólares, mejorar la eficiencia y cobertura 
del sistema de seguridad social en salud mediante la inyección de 25 millones de dólares y au-
mentar la atención a la población migrante (50 millones de dólares). En las áreas, llama la atención 
que los recursos se concentren en las Empresas Prestadoras de Salud (EPS), consideradas como 
actores privados de intermediación y servicios para los pacientes, a pesar de que la Contraloría 
General de la República ha señalado que a mediados de 2020 debían cerca de siete mil millones 
de pesos a la red hospitalaria.

Asimismo, no hay partidas destinadas a mejorar las condiciones del personal que atiende la pan-
demia, a pesar de que los gremios médicos indican que predominan los contratos de prestación de 
servicios a los profesionales de la salud y en otras condiciones salariales desfavorables; y, mucho 
menos se habla de mejorar las condiciones desfavorables de los entes territoriales para contener 
la pandemia como las que se viven en el departamento de Amazonas sin unidades de cuidados 
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intensivos para personas en estado crítico. Estos temas, junto con la atención al acceso de los 
migrantes a los servicios de salud, deberían ser las prioridades del gobierno en todos los frentes 
de financiación y recursos públicos.

Por otro lado, el préstamo que busca aumentar el acceso de la población al agua potable en La 
Guajira tiene dos componentes: el mejoramiento del servicio de acueducto y saneamiento en el 
área urbana y el apoyo a la gestión institucional de los operadores privados encargados de prestar 
este servicio. Con ello, se proyecta un total de 26.500 beneficiarios en el departamento, con un 
monto de 52 millones de dólares del BID y 5 millones de dólares donados por la Agencia Suiza de 
Cooperación en Colombia. En este caso, los recursos están alineados con los Objetivos de Desarro-
llo Sostenible (ODS) y, además, es una necesidad urgente de las comunidades guajiras agobiadas 
por la falta de alimentos y la dificultad de contar con el servicio de acueducto y saneamiento.

El tercer proyecto de inversión social se denomina: Programa de desarrollo de competencias del 
siglo XXI en la adolescencia y la juventud colombiana, cuenta con una inversión de 50 millones de 
dólares para el desarrollo de dos objetivos: Aumentar la articulación de las entidades guberna-
mentales encargadas de implementar la política nacional de juventud e implementar políticas y 
metodologías para acompañar a la población de quince a veintiocho años en la identificación de 
sus habilidades para el desarrollo, incluyendo el manejo de medios digitales. El programa a cargo 
del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) indica que tendrá 60 mil beneficiarios en 
cuatro años de ejecución. 

A pesar de las buenas intenciones, el programa no incluye las principales problemáticas prioriza-
das por los jóvenes del país que han sido visibilizadas en la movilización social y en diferentes 
espacios de discusión, entre ellas, el derecho a la protesta, el acceso a la educación, la oferta 
de empleo formal, las garantías para participar en política y las denuncias por violaciones a los 
derechos humanos cometidas por la contención pública forzada de la protesta pacífica. Esto de-
muestra que el gobierno nacional sigue pensando en los jóvenes como personas que no tienen 
conciencia de su situación y que deben ser orientados para pensar en su desarrollo, cuando en 
realidad se han convertido en un grupo heterogéneo que en la mayoría de los casos tiene claridad 
sobre una agenda de cambio para el país.

Balance de los préstamos en Colombia 

En definitiva, el análisis realizado sobre la idoneidad de los préstamos solicitados por el gobierno 
colombiano al BID durante la pandemia indica que no incluyen las propuestas que han surgido 
de otros actores no institucionales (universidades y espacios vinculados a la movilización social). 
La academia ha insistido en que los recursos del gasto social deben enfocarse en iniciativas de 
emprendimiento colectivo, especialmente con perspectiva de género. Por otro lado, para mejorar 
los flujos de liquidez, los consultados también destacan la importancia de mantener por parte de 
la DIAN, el dinamismo en la devolución de saldos a favor de las empresas. Esto facilita el desarrollo 
de tejidos organizacionales, asegura la inclusión de género y estimula la inversión.

Los créditos tampoco avanzan como deberían en las alternativas financieras, consolidando fon-
dos que permitan colocar nuevos créditos a las pequeñas y medianas empresas, algunos prove-
nientes de la reasignación de recursos como el cuatro por mil, o a través de esquemas bancarios 
ampliados y a través del sistema cooperativo. En el ámbito laboral, no se tiene en cuenta la falta 
de flexibilidad del mercado, asociada a las modalidades de contratación y remuneración que son 



25

EL ROL DE LOS BANCOS DE DESARROLLO EN AMÉRICA LATINA: 
PRÉSTAMOS E INTERVENCIÓN EN BOLIVIA, BRASIL, COLOMBIA, ECUADOR, PERÚ Y ARGENTINA

muy costosas en estos tiempos de baja demanda. El alivio de los altos costes asociados a las 
nóminas es un reclamo importante que hacen los encuestados en la situación actual. 

Por otro lado, se ignoran las propuestas de los jóvenes que han insistido en discutir con el gobier-
no nacional acciones de reactivación económica, como la educación y el fortalecimiento y apoyo 
a las pequeñas y medianas empresas, garantías para su desarrollo como ciudadanos y cambios 
en el énfasis de la gestión gubernamental de un esquema autocrático, excluyente, ligado a la 
corrupción, hacia un esquema abierto, democrático y preocupado por el desarrollo equitativo de 
la población.

Cláusulas medioambientales y sociales 
Dada la dificultad de acceder a información desagregada sobre las cláusulas y normas que el BID 
exige en los préstamos concedidos al país, se analizan entonces de manera general los posibles 
impactos y/o temas controvertidos de estos préstamos. Como en los casos anteriores, se toman 
como referencia los contratos publicados y los anexos disponibles en la plataforma del Banco. En 
particular, se abordarán nueve préstamos otorgados por la casa matriz del BID, teniendo en cuen-
ta que los otorgados por la filial BID Invest no presentan información y no se recibió respuesta a 
la solicitud de envío de documentación. 

En general, los préstamos otorgados por el BID a Colombia en la pandemia son iniciativas que no 
sólo pueden ser discutidas en su contenido y en las acciones propuestas, sino que tienen un bajo 
valor en lo ambiental y social; incluso, en algunos casos, reproducen estrategias que han fracasa-
do o simplemente están guiadas por la visión de un Estado corporativista, implementado por los 
últimos gobiernos de turno, incluyendo la actual administración Duque.

En primer lugar, existen créditos que, más allá de visiones de igualdad y promoción de la equidad 
en el país, buscan promover y apoyar al sector financiero antes que los derechos de la población. 
Uno de los casos más visibles es el Programa para Mejorar la Sostenibilidad del Sistema de Salud 
en Colombia, formulado con varios propósitos: Controlar el gasto en servicios y tecnologías de 
salud no financiados con la UPC; mejorar la11 eficiencia del sistema y aumentar la cobertura efec-
tiva de salud para la población migrante y sus comunidades receptoras. Además, responde a la 
Actualización de la Estrategia Institucional 2010-2020 (AB-3008) y se alinea estratégicamente con 
el reto de la inclusión social y la equidad.

En cuanto a los resultados, hay varias cuestiones que generan controversia en los documentos 
oficiales del préstamo; Por un lado, tiene un énfasis excesivo en la viabilidad financiera del sistema 
de salud. En su contenido se afirma que las urgencias de los operadores privados (EPS) deben ser 
atendidas con mayores recursos para su funcionamiento, recurriendo incluso a las garantías del 
Estado para mejorar su liquidez.

En otros casos se tiende a desestimar los impactos ambientales y sociales que puede generar un 
préstamo. Un ejemplo de esto es el préstamo otorgado por el BID a Colombia para implementar la 
Política Nacional de Logística establecida en el CONPES 3982 de 2020. En el documento técnico de 
este crédito, no se menciona ninguna acción para coordinar las medidas de la Política Nacional de 
Logística con las autoridades o comunidades locales. En el documento de la propuesta, se señala 
que el crédito tendrá como beneficiarios a “583.888 empresas usuarias de servicios logísticos, 

11 Unidad de Pago por Capitación, Valor reconocido por el Estado para cada uno de los miembros del sistema de salud.
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33.220 empresas importadoras, 11.700 empresas exportadoras, 2.926 empresas de transporte y lo-
gística en 19 departamentos del área de influencia de las intervenciones (corredores estratégicos 
multimodales) y las 26.000 MiPymes del sector agropecuario” (BID; 2021). También se señala que se 
incluyen acciones para modificar cuatro puertos: Santa Marta, Buenaventura, Barranquilla y Urabá 
e incluye 24 entidades del gobierno nacional y territorios. A pesar de la magnitud de las cifras 
propuestas, no se identificaron riesgos ambientales y sociales sensibles, teniendo en cuenta que 
el préstamo no incluye obras de infraestructura.

La operación fue clasificada como Categoría “C” en cable a la Política de Cumplimiento de Medio 
Ambiente y Salvaguardias (OP-703) y la aplicación de filtros de salvaguardia, porque esta operación 
no financia obras civiles que causen impactos ambientales o sociales negativos; sin embargo, se 
activa la directriz B4 “otros riesgos”, ya que existe la posibilidad de que futuras iniciativas, deriva-
das de esta operación, puedan generar riesgos socioambientales. Adicionalmente, se identificó un 
riesgo ambiental bajo relacionado con la posibilidad de que las estrategias y políticas públicas a 
financiar con el proyecto no contempla elementos de mitigación del cambio climático. Para mitigar 
o prever: 

(i) Realizar conferencias público-privadas sobre el impacto y los beneficios de promover la 
sostenibilidad ambiental de las operaciones logísticas;

(ii) Incluir en los términos de referencia de los productos asociados, la consideración de los 
aspectos ambientales y de cambio climático para no objetar al Banco” (BID;2021). 

Lo importante a destacar aquí es que el documento técnico que el préstamo establece, que como 
resultado de su ejecución se identificarán obras o adecuaciones en la infraestructura logística na-
cional; sin embargo, no define cláusulas y obligaciones del gobierno nacional relacionadas con los 
estándares ambientales de las obras que se propondrán al final del préstamo, ni procedimientos 
que deben cumplir los operadores privados encargados de liderar estas obras, ni escenarios de en-
cuentro con las ciudades para identificar posibles impactos sociales y ambientales, a pesar de que 
se incluyen acciones de modernización en el puerto de Buenaventura, la reactivación del sistema 
ferroviario o una estrategia nacional de transporte multimodal, por mencionar algunos temas.

En otros casos, el análisis de los impactos ambientales es invisible bajo el principio de la interme-
diación financiera. El ejemplo concreto es el Programa de Financiamiento Empresarial y Eficiencia 
Energética que busca promover la reducción de emisiones de Gases de Efecto Invernadero (GEI), a 
través del financiamiento a las PYMES para proyectos de eficiencia energética. El préstamo olvida 
que la Política Nacional de Cambio Climático ha establecido que: “todas las decisiones públicas o 
privadas inciden en la mejora o deterioro del riesgo climático en el país” (MADS, 2018).

En el ámbito social, tampoco hay avances significativos. Los créditos del BID siguen viendo a 
los sectores más vulnerables como pasivos que reciben iniciativas de bajo valor, ubicadas en el 
ámbito del crecimiento económico, sin que se produzcan avances reales en el abordaje de los 
problemas estructurales que promueven la reducción de la pobreza y la exclusión. Por ejemplo, 
invisibilizan los derechos de las poblaciones y grupos sociales. Este es el caso del préstamo para 
el Programa de Agua Potable y Saneamiento para el Departamento de La Guajira, cuyo propósito 
es mejorar las condiciones sanitarias y ambientales de las zonas priorizadas del Departamento, 
reduciendo la brecha de cobertura de los servicios de agua y saneamiento. Si bien la operación 
es consistente con la Estrategia País con Colombia (2015-2018) 11 (GN-2832) y está alineada con 
el objetivo estratégico de “Aumentar el acceso equitativo a servicios básicos de calidad” y “Au-



27

EL ROL DE LOS BANCOS DE DESARROLLO EN AMÉRICA LATINA: 
PRÉSTAMOS E INTERVENCIÓN EN BOLIVIA, BRASIL, COLOMBIA, ECUADOR, PERÚ Y ARGENTINA

mentar la calidad del gasto y la capacidad de gestión de la inversión pública en todos los niveles 
de gobierno”, el documento de Marco de Gestión Ambiental y Social (MGA) que acompaña a este 
proyecto, presenta algunas cuestiones controvertidas.

En primer lugar, se señala que la consulta previa a las comunidades indígenas de La Guajira donde 
se realizará el proyecto no es necesaria en algunos casos: 

“De acuerdo con el oficio OFI17-21304-DCP-2500, emitido por la Dirección de Consulta Previa del 
Ministerio del Interior, en junio de 2017 (Anexo 10), los proyectos de agua potable y saneamiento 
básico no requieren de consulta previa por cuanto ya se realizó la consulta previa a las Plantas 
Departamentales de Agua” (Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, 2019).

En segundo lugar, a pesar de que el MGAS establece que todas las entidades, contratistas y ac-
tores involucrados en la ejecución del crédito otorgado por el BID se comprometen a realizar sus 
labores sin involucrar prácticas de acoso laboral y violencia de género, no se propone ninguna 
acción para prevenir o atender esta situación cuando se presente, reduciendo este asunto a un 
determinante de “buena voluntad”. 

“Los proyectos de la muestra no identifican impactos adversos significativos ni riesgo de exclu-
sión por razón de género. Los MGAS de los proyectos de la muestra incluyen la incorporación de 
un código de conducta para las empresas contratantes, que prohíbe explícitamente el acoso o la 
violencia contra las mujeres y los niños de la comunidad y los empleados de la empresa, así como 
los requisitos de formación de los empleados en dicho código” (Ministerio de Vivienda, Ciudad y 
Territorio, 2019).

En tercer lugar, no existe una estrategia para promover el seguimiento comunitario de los pro-
yectos ejecutados en el marco del Plan de Saneamiento Básico y Agua Potable de La Guajira. Así 
mismo, se excluyen del SGAS acciones efectivas para promover la participación ciudadana de la 
población en la implementación de acciones que contribuyan a mitigar los impactos causados por 
las obras y cambios en los afluentes hídricos. Este tema es relevante porque es un departamen-
to con problemas de acceso al agua potable con pocos ríos y pozos profundos. Sólo en algunos 
casos se menciona el tema de la participación como socialización de las medidas tomadas por el 
gobierno o los contratistas. 

Finalmente, un tema recurrente en los créditos del BID es la consideración de que los temas am-
bientales deben ser abordados por el gobierno y el sector privado, en este esquema no aparecen 
la sociedad y las entidades territoriales. El caso más visible es el crédito otorgado al país para la 
Consolidación de Esquemas de Participación Privada en Infraestructura, cuyo objetivo principal es 
apoyar y promover la vinculación de capital privado en el desarrollo de infraestructura pública y la 
prestación de servicios asociados en el país, consolidando esquemas de participación privada y 
promoviendo las condiciones para la reactivación económica post-COVID-19.

La intención del gobierno de abordar los problemas de infraestructura con el sector privado sin 
procesos de participación ciudadana contribuye al descrédito de las APP. En algunas ocasiones 
la población y las comunidades locales no están de acuerdo con las obras priorizadas o con la 
forma en que se realizó su proceso de estructuración; Así mismo, las comunidades desconfían 
de las empresas que ejecutan proyectos de este tipo por la falta de claridad sobre su accionar, 
sus propósitos, la cantidad de recursos invertidos y por los cambios o afectaciones para grupos 
específicos que no tienen la posibilidad de visibilizarlos y procesarlos.
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Un caso emblemático es la autopista Ruta del Sol II que conecta el centro de Colombia con la Costa 
Caribe, “un importante proyecto de APP que comprende alrededor de 1.717 millones de dólares. Su 
finalización estaba prevista para 2017 y ahora se pronostica para alrededor de 2022. Se estima que 
estos retrasos le costarán al país alrededor de 2.790 millones de dólares al año” (América Econo-
mía; 2017). Además, la investigación de la organización Ambiente y Sociedad (2019) señala que la 
gerencia a cargo del PPP no implementó los procesos de consulta con las comunidades ubicadas 
a lo largo de la vía proyectada, ni realizó las acciones establecidas en el componente ambiental 
para reducir los impactos de las obras en el aire, el suelo y los afluentes aledaños y, finalmente, 
ignoró la obligación de publicar la información sobre el estado de la inversión. 

Equilibrio en el acceso a la información
El BID cuenta con una plataforma en la que se puede acceder a los créditos que aprueba por país 
en datos abiertos con documentos adjuntos y detalles de estas operaciones. También tiene una 
política de adhesión y se ha suscrito a la Iniciativa Internacional para la Transparencia de la Ayuda 
(IATI)12. Sin embargo, en materia de cláusulas medioambientales y de derechos humanos, la infor-
mación está restringida para los ciudadanos. 

De los dieciocho préstamos identificados, sólo cinco tienen el contrato oficial publicado en el sitio 
web del BID. En otros casos, los préstamos no tienen los contratos publicados; Aun así, en el sitio 
web del BID se encuentran los anexos disponibles para su consulta pública. Estos documentos se 
refieren al perfil del proyecto: los objetivos, el equipo encargado de la operación, el organismo o 
entidad ejecutora, el plan financiero, la justificación de la acción, los beneficiarios, el conjunto de 
resultados, los aspectos técnicos, los riesgos medioambientales y el calendario; sin embargo, en 
algunos anexos hay una sección confidencial que dificulta el conocimiento de los posibles impac-
tos y medidas socioambientales determinadas por el BID. 

La confidencialidad dificulta la comprensión del proceso de préstamo y provoca incertidumbre 
ante la información que allí se clasifica como reservada, en cuanto se menciona que es informa-
ción deliberativa. Esto va en contra de la Política de Acceso a la Información del BID, establecida 
en el Documento-1831-28: “El BID también trabaja estrechamente con los países para fortalecer sus 
prácticas de transparencia y rendición de cuentas con proyectos que contribuyen al fortalecimien-
to de las políticas públicas, los países y la capacidad institucional de los gobiernos nacionales y 
locales, con el fin de mejorar el acceso a la información, la transparencia, las unidades de control 
y auditoría y la función de supervisión del poder legislativo”. Las cláusulas de confidencialidad 
también vulneran el derecho de los ciudadanos en Colombia a acceder a la información pública de 
su interés, con información clara y en formatos óptimos para trabajar con ellos, como lo menciona 
el artículo 4 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública Nacional, Ley 1712 de 
2014 de Colombia.

También hay préstamos que no incluyen anexos públicos del contrato firmado por el país con 
información y análisis sobre la inclusión de cláusulas generales ambientales y sociales en la ope-
ración y evaluación del crédito, como es el caso del proyecto “Transformación Digital de la Justicia 
en Colombia”, aprobado en junio de 2021 por un valor de 100 millones de dólares. La no publicación 
de esta información se convierte en una barrera para la identificación de medidas por parte de 
ciudadanos, organizaciones, redes o plataformas que tengan interés en realizar control social so-
bre los objetivos del crédito; Asimismo, obstaculiza el diálogo con el prestatario sobre las acciones 

12  La Norma IATI es un conjunto de reglas y directrices sobre cómo publicar datos útiles sobre el desarrollo y la ayuda humanitaria.
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que deben tomarse para mitigar los posibles impactos causados a las poblaciones y territorios. 
Por último, deja en la opacidad las obligaciones aceptadas por el gobierno nacional para acceder 
a la financiación.

La mayoría de los préstamos de BID Invest, pretenden apoyar al sector privado en la adminis-
tración y prestación de servicios públicos esenciales para el país en el contexto de la pandemia. 
Entre ellos se encuentran:

(i) Línea de Emergencia Bancoldex para MiPymes, aprobada por 100 millones de dólares con el 
Banco de Comercio Exterior de Colombia S.A. como entidad de referencia crediticia.

(ii) Fortalecimiento de instituciones financieras de segundo piso, como Mercado de Capitales, 
que recibió financiación por 38 millones de dólares; o, Colombia Móvil S.A. ESP, aprobada por 
175 millones de dólares para aumentar la cobertura del servicio de telefonía e internet en el 
territorio nacional.

La página web de IDB Invest no tiene públicos los contratos de préstamo. La información pública 
se limita a la relativa a los contratos y las cláusulas estipuladas en ellos. Una sección de la página 
del proyecto financiado se denomina: “revisión de cuestiones ambientales y sociales”, en la que 
figura el Informe de Revisión Ambiental y Social que menciona la categorización ambiental y social 
del proyecto, la cual evalúa las brechas e impactos que genera y las medidas de mitigación vigen-
tes. Cabe destacar que la página web de BID Invest tiene una pestaña que permite a los interesa-
dos, solicitar información de interés sobre los proyectos. En el momento de redactar este informe, 
no se ha recibido respuesta a las solicitudes de información realizadas, pidiendo las respectivas 
cláusulas ambientales y sociales. 

Un tema importante es la falta de documentos que demuestren que los procesos de estudio y 
aprobación de los créditos se han realizado de acuerdo con las políticas ambientales y sociales 
propuestas por el BID y, en general, establecidas en el derecho internacional adoptado por la 
Constitución y la legislación vigente. Por ejemplo, el Programa de Agua Potable y Saneamiento 
para el Departamento de La Guajira, exige la consulta previa con las comunidades indígenas del 
territorio; sin embargo, los documentos anexos al crédito no incluyen información sobre cómo se 
llevó a cabo este proceso, los pueblos incluidos, el resultado obtenido, ni la forma en que fueron 
incluidos en la ejecución del crédito. 

Conclusiones y recomendaciones

Para empezar, es urgente que el BID revise la aplicación de su política de transparencia, con la 
publicación de información completa y sin reservas sobre los préstamos que negocia, aprueba y 
ejecuta en Colombia, tanto en el ámbito público como en el privado, teniendo en cuenta el énfa-
sis que su filial BID Invest tiene en el apoyo a las iniciativas presentadas por las empresas. Esto 
también incluye servicios de respuesta rápida para utilizar datos adicionales de crédito, archivos 
de datos abiertos y traducción al español. La obligación también es del gobierno nacional. De los 
18 créditos localizados, sólo se encontró información en un caso. 

También es importante incluir los préstamos otorgados por el BID en los procesos de rendición de 
cuentas de las entidades públicas del país, que tienen la responsabilidad de ejecutarlos. Hasta el 
momento, este asunto no está incluido en, al menos, los documentos revisados. Adicionalmente, 

https://www.iadb.org/project/CO-L1242
https://www.iadb.org/project/CO-L1242
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el gobierno nacional debe entregar a la ciudadanía los documentos que registran los procesos de 
consulta, consulta previa, participación y decisión para tener una idea clara de la forma en que se 
llevaron a cabo estos procesos, los actores involucrados y los resultados alcanzados.

Una propuesta que cobra vigencia es la implementación de escenarios de participación, liderados 
por el gobierno nacional y el BID para que los sectores relacionados con cada uno de los créditos 
puedan opinar, proponer e incluso visibilizar los impactos ambientales y de derechos humanos 
en la negociación de los créditos, en su aprobación y en su ejecución, de tal manera que sus 
propósitos respondan a temas prioritarios y no a intereses particulares. Hay una variedad de me-
todologías que se pueden considerar en este sentido: comisiones tripartitas, espacios de diálogo, 
grupos de trabajo, entre otros. 

Por otro lado, el BID puede implementar en su plataforma una aplicación o micrositio con infor-
mación sobre el cumplimiento de los estándares ambientales y de derechos humanos por parte 
de los gobiernos de turno con datos y documentos abiertos sobre las cláusulas incluidas en los 
créditos, su ejecución, solicitudes de mejora o llamados de atención cuando se observe que hay 
impactos no visibles o acciones que puedan afectar a las comunidades y ecosistemas e informes 
de ejecución con la inclusión de ambos temas.

El BID también debe dar claridad sobre su papel en la financiación y/o apoyo a las iniciativas 
presentadas por los gobiernos de turno en Colombia. Son varios los casos en los que no ha sido 
transparente: la reforma tributaria presentada por el presidente Duque que generó el estallido 
social, la reforma a la salud, los proyectos de fracking en el país, la implementación de la estra-
tegia de extracción intensiva de minerales e hidrocarburos para salir de la crisis, la política social 
restrictiva en tiempos de emergencia. Todos son asuntos que se discuten con representantes de 
esta entidad, recibiendo su apoyo público en algunos casos y, en otros, su apoyo en ámbitos priva-
dos. Esto le resta legitimidad al BID y lo relaciona con la aplicación de recetas macroeconómicas, 
sociales y ambientales que van en contra de los sectores más vulnerables.

Finalmente, algunos sectores sociales se han interesado cada vez más por los préstamos del 
BID a Colombia; sin embargo, aún existen retos para avanzar en la inclusión de la voz ciudadana 
en este tipo de operaciones y en general, en la financiación que el país recibe del Banco. Las 
universidades, organizaciones sociales, redes y plataformas; pueden ayudar a difundir informa-
ción, estudios, documentos y procesos de capacitación sobre los contenidos de los créditos; así 
como el análisis de sus objetivos, resultados e impactos. Adicionalmente, se deben implementar 
estudios de caso en los territorios cubiertos por los proyectos para tener información de prime-
ra mano sobre sus beneficios e impactos. Los espacios de participación y las comunidades, por 
su parte, deben exigir a las entidades públicas información sobre los créditos y abrir espacios 
para ejercicios de consulta y rendición de cuentas relacionados con la gestión de la inversión 
otorgada por el BID.
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En el caso de Ecuador, las IFD realizaron cinco préstamos por parte del BID, la CAF y el Banco 
Mundial, a través del BIRF. Además, se desarrollaron préstamos a modo de cooperación técnica por 
parte del BID. A continuación, se presenta la descripción de los préstamos y un análisis de estos. 
Finalmente, se presentan las conclusiones y recomendaciones. 

Resumen de la descripción del préstamo

Según el Ministerio de Economía y Finanzas, el Estado ecuatoriano obtuvo cinco préstamos reem-
bolsables con tres organismos internacionales, por un total de 820 millones de dólares con la CAF, 
el BID y el Banco Mundial, a través del BIRF.

El primer préstamo, se firmó el 5 de abril de 2020 con el BIRF, por un importe de 20 millones de 
dólares, con un plazo de 28 años y 11 años de carencia. Además, el Estado pagará un tipo de interés 
estimado basado en el tipo Libor (Tasa Interbancaria de Oferta de Londres).

El segundo préstamo, se firmó el 17 de abril del mismo año, por 50 millones de dólares con la CAF, 
con un plazo de 12 años y 24 meses de gracia. Al igual que el préstamo anterior, los intereses se 
calculan sobre la base de la tasa Libor a seis meses y un margen del 1,75%.

El tercer préstamo, según el Ministerio de Economía y Finanzas, se firmó el 5 de mayo de 
2020 y fue el más oneroso. Se trata de una línea de crédito con la CAF, por 350 millones de 
dólares, a un plazo de 20 años y seis años adicionales de gracia. Al importe del préstamo se 
añaden los intereses basados en la tasa Libor a seis meses, más el 1,8% y una comisión de 
financiación del 0,35%.

El 5 de junio del mismo año, se concedió un préstamo con el BID por 250 millones de dólares, con 
un plazo contractual de 25 años y seis años adicionales de gracia, hasta el 15 de junio de 2026. El 
pago de intereses se estima en base a la tasa libor a seis meses, más el 0,89%. Este fue el único 
crédito que el Ministerio de Economía y Finanzas registra para financiar la compra de insumos y 
equipos médicos para la atención de la emergencia sanitaria, así como la entrega de un Bono a 
las familias afectadas por la COVID-19.

Finalmente, el 26 de abril de 2021 se firmó un préstamo por 150 millones de dólares con el BIRF, 
con un plazo aproximado de 18 años y un tipo de interés similar al anterior. Este préstamo también 
tenía una comisión inicial del 0,25%.

Existen registros del BID, recogidos a través del Sistema de Alerta Temprana - SAT, que muestran 
cinco desembolsos adicionales para proyectos del gobierno ecuatoriano, estos no aparecen en el 
archivo proporcionado por el Ministerio de Economía y Finanzas. La razón por la que no aparecen 
en la lista es que fueron desembolsados bajo la figura de Cooperación Técnica.

ECUADOR
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El primero es un desembolso de 800 mil dólares, para financiar un proyecto de apoyo a la inclu-
sión y el bienestar de los niños con discapacidad durante y después de COVID-19 a través de una 
estrategia basada en la tecnología. El proyecto data del siete de agosto de 2020 y 89 mil dólares 
son financiados con fondos estatales.

Según el SAT, existe un desembolso de 150 mil dólares para implementar una plataforma de datos 
en tiempo real para la gestión de la crisis sanitaria en Ecuador. Según la base de datos, este 
proyecto será financiado con 68.339 dólares adicionales de fondos públicos, para crear una meta 
base de datos con información de varias fuentes, destinada al análisis en tiempo real del uso de 
los recursos de salud por parte de las autoridades nacionales y locales en las zonas críticas.

Hay otros dos desembolsos para beneficiar el crecimiento reproductivo en la transición post-CO-
VID-19 de la región andina. Uno por 800 mil dólares, firmado el 15 de septiembre de 2020 y otro por 
500 mil dólares, a partir del 20 de noviembre del mismo año.

Finalmente, es importante mencionar que todos los créditos del 2020 fueron negociados y aproba-
dos por el ex Ministro de Economía y Finanzas, Richard Martínez, quien asumió el mando el 16 de 
mayo de 2018. El ex Ministro fue encargado por el entonces presidente Lenin Moreno para reem-
plazar a María Elsa Viteri, cuya visión de la política fiscal estaba empatada con la aplicada durante 
los diez años anteriores e impedía una alianza con el sector empresarial y productivo.

Antes de asumir la dirección, Martínez fue presidente de la Cámara de Industrias y Producción 
del Ecuador (2014-2018) y presidente del Comité Empresarial Ecuatoriano durante tres años (de 
2015 a 2018), por lo que se convirtió en un fuerte enlace entre el gobierno de Moreno y las cáma-
ras de Comercio e Industria del país. Fue durante su estancia en el Ministerio de Finanzas que 
Ecuador firmó un acuerdo con el Fondo Monetario Internacional y renegoció la deuda externa 
ecuatoriana. 

Para el año 2020, con la pandemia en su punto álgido y los aeropuertos cerrados para los vuelos 
no esenciales, el exministro viajó dos veces a Washington, del 20 al 28 de agosto y del 10 al 16 
de septiembre, justificado en reuniones con organismos multilaterales. Ambos viajes supusieron 
un gasto total de 16.149 dólares por el pago de pasajes aéreos y dietas. El segundo de los viajes, 
realizado en septiembre, se hizo exclusivamente para representar a Ecuador en la Asamblea Ex-
traordinaria de Gobernadores del BID (Observatorio de Gasto Público - Fundación Ciudadanía y 
Desarrollo, 2021). 

Al mes siguiente, en octubre de 2020, a través del Decreto Ejecutivo 1168, se aceptó la renuncia 
de Martínez al Ministerio de Hacienda y horas después, en conferencia de prensa, anunció que 
formaría parte del equipo del Banco Interamericano de Desarrollo (BID) como vicepresidente de 
Países, haciendo caso omiso al artículo 153 de la Constitución de la República de Ecuador donde se 
establece que: “Quienes hayan ejercido la titularidad de las secretarías de Estado y los servidores 
públicos de nivel jerárquico superior definidos por la ley, una vez que hayan cesado en el cargo 
y durante los dos años siguientes, no podrán formar parte de la junta directiva o del equipo de 
dirección, ni ser representantes legales o ejercer la procuración de personas jurídicas privadas 
nacionales o extranjeras, que contraten con el Estado”. Es así que las instituciones nacionales 
ignoraron esta disposición constitucional. Martínez asumió el cargo, pocas semanas después, en 
noviembre de 2020.
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Balance de los préstamos en Ecuador

Los créditos y la asistencia técnica recibidos por Ecuador no tenían un componente medioam-
biental importante, ya que los desembolsos recibidos estaban destinados a ayudar a sostener la 
economía de la nación, ya sea inyectando capital para mantener el gasto público, compensar el 
déficit fiscal, evitar un colapso económico o la adquisición de equipos médicos de emergencia.

Por ejemplo, el préstamo de 20 millones de dólares del BIRF, tenía como objetivo reforzar la res-
puesta médica a la pandemia, así como las capacidades hospitalarias de emergencia. Asimismo, 
los fondos aportados por la CAF estaban destinados a ayudar con los gastos generados por la 
adquisición de materiales y equipos médicos emergentes, a mitigar los efectos de la crisis econó-
mica; es decir, a solucionar aspectos macroeconómicos. Tanto el BIRF como el BID, proporcionaron 
líneas de crédito para la adquisición de vacunas hacia finales del año 2020, cuando el mercado de 
vacunas experimentó un pico de demanda mundial. 

Los demás créditos reembolsables o líneas de asistencia técnica se solicitaron con el fin de 
mejorar las capacidades técnicas en materia de prevención y seguimiento de la COVID-19. Por lo 
tanto, al no existir desembolsos para programas o proyectos que requieran consulta previa a los 
pueblos y nacionalidades indígenas o salvaguardas ambientales, las líneas de crédito otorgadas 
por las IFD no contemplaron salvaguardas sociales y ambientales; ya que la prioridad del gobierno 
fue mantener el país a flote y funcionando a pesar de las limitaciones económicas y los conflictos 
sociales que se vienen dando desde años anteriores; Por ello, el gobierno ha preferido la moda-
lidad de Cooperación Técnica del BID, para desarrollar proyectos específicos como el uso de Big 
Data para contener la COVID-19, el apoyo a los niños con discapacidad durante y después de la 
emergencia sanitaria, entre otros.

Se puede observar que los grandes desembolsos de fondos y la garantía de la deuda fueron soli-
citados para asegurar la compra de suministros médicos, implementos de vacunación y vacunas, 
mientras que los montos menores fueron asignados a proyectos específicos bajo modalidades 
que están sujetas a un mayor involucramiento del donante.

Conclusiones y recomendaciones

Las Instituciones Financieras de Desarrollo comprendieron el problema que planteaba la pande-
mia de la COVID-19 y respondieron de forma adecuada, proporcionando diferentes tipos de ayuda 
a los países en vías de desarrollo, especialmente a los de América del Sur, la región con mayores 
desigualdades del mundo.

Los préstamos emergentes a tipos de interés reducidos con periodos de gracia ayudaron a mu-
chos países (incluido Ecuador), a mantener cierto nivel de equilibrio durante los difíciles meses 
con los que comenzó la pandemia; sin embargo, la ayuda prestada se ha centrado sobre todo en 
resolver los problemas macroeconómicos y muy poco ha llegado a los realmente afectados por la 
COVID-19. Muchas PYMES no pudieron sobrevivir a la convulsión económica, y las que sobrevivieron 
siguen teniendo dificultades para recuperarse y recuperar el capital humano que dependía de su 
funcionamiento para sobrevivir.
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Tanto el desempleo como la falta de empleo pleno13, siguen en auge, y las redes de seguridad so-
cial son cada vez más débiles, lo que conlleva problemas futuros que hay que prever desde ahora 
para afrontarlos con eficacia. Si lo hacemos tarde, los gobiernos de turno no tendrán más remedio 
que recurrir a proyectos de explotación de materias primas y recursos no renovables.

Es por ello por lo que los procesos de acompañamiento y cooperación técnica de las IFD son 
importantes para el desarrollo sostenible de los países de la región. Sin estos procesos, los pro-
gramas y proyectos que financian podrían fracasar y repercutir en la imagen de la institución en 
el país beneficiario.

Mantener las salvaguardas medioambientales y de derechos humanos hace que los receptores de 
la ayuda o el crédito desarrollen proyectos que realmente beneficien a la población en general y a 
la sostenibilidad medioambiental. Es esencial que las IFD mantengan estos procesos de selección 
y aprobación, minimizando así los riesgos y maximizando los beneficios.

13 El pleno empleo se refiere a la situación del mercado de trabajo en la que oferta y demanda coinciden, de manera que todos aquellos agentes 
económicos que desean trabajar al precio de mercado (salario) encuentran un puesto de trabajo. El pleno empleo no supone la inexistencia de 
personas desempleadas; siempre existirá un pequeño nivel de desempleo derivado de las personas que están cambiando de puesto de trabajo. LA LEY 
(2022). 
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En el caso de Perú, se analizaron los préstamos realizados principalmente por el BID enfocados en 
programas sociales para la asistencia de las necesidades generadas por la COVID-19, como la falta 
de empleo, infraestructura sanitaria y para el acceso a la educación, entre otros de importancia. 
Se presenta un análisis de estos préstamos, los principales riesgos y recomendaciones. 

Resumen de la descripción del préstamo

En el caso de Perú, desde el año 2020, se pudo evidenciar una severa crisis económica al dismi-
nuir la producción nacional en -11,12%, posicionándose como la tasa más baja de las últimas tres 
décadas, registrándose así la contracción de la actividad productiva después de 22 años de cre-
cimiento económico ininterrumpido, según el INEI (2021). Es por ello que el BID ha otorgado varios 
préstamos al país para combatir los estragos que sigue causando la pandemia.

Hasta ahora se han aprobado 13 préstamos en el marco de la pandemia para el sector empresa-
rial, educación, ciencia y tecnología, infraestructura, agricultura, las olas migratorias internas, las 
cadenas productivas; y, con mayor énfasis, el sector de la salud; así como la atención de grupos 
vulnerables. Estos préstamos han sido aprobados en un periodo de tiempo que comprende desde 
junio de 2020 hasta mayo de este año. 

Entre los préstamos a destacar, se encuentra el denominado “Programa de Reformas en Apoyo 
a la Reactivación Económica y la Competitividad (BID-PE-L1261)”. Este programa se centra en el 
sector de la empresa privada y el desarrollo de las MYPES y en el subsector de clima de negocios 
y competitividad; por lo tanto, propone reformas políticas que se centran en el fortalecimiento de 
la recuperación económica, el crecimiento de la productividad y la inversión a medio y largo plazo. 
El monto de financiamiento otorgado por el BID es de 400 millones de dólares (capital ordinario) y 
el tipo de proyecto se clasifica como una operación de préstamo. Asimismo, el programa comple-
menta las reformas del Programa de Mejora de la Productividad y la Competitividad (4957/OC-PE), 
aprobado en 2019, que se centra en el fortalecimiento institucional, las políticas de competencia 
y la provisión de bienes públicos para sectores estratégicos (BID, 2020). Este complemento de las 
políticas al mencionado programa se da por el contexto de la pandemia, porque se quiere dar un 
enfoque a las medidas de salud, la ejecución de la inversión pública, la innovación, el incentivo al 
emprendimiento y la digitalización de las empresas.

El objetivo general del programa es contribuir con el gobierno peruano en la reactivación económi-
ca y acelerar el crecimiento potencial. Los objetivos específicos incluyen: 

 z La reactivación de las actividades productivas mediante la promoción de un marco de se-
guridad sanitaria empresarial;

 z La mejora de las condiciones de acceso al financiamiento para la producción y la inversión 
de las empresas;

PERÚ
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 z La mejora de la ejecución de proyectos de inversión privada y pública en infraestructura;
 z La promoción de la alineación de los programas públicos de innovación con los desafíos 

productivos nacionales;
 z La mejora de las condiciones de financiamiento para la implementación de proyectos de 

emprendimiento dinámico;
 z La promoción de la formalización y digitalización de las Micro, Pequeñas y Medianas Empre-

sas (MIPYMES) (BID, 2020). 

En cuanto a los beneficiarios, se estima que son las empresas productivas formales del Perú, 
específicamente, las MIPYMES que invierten en innovación, emprendimiento dinámico y digitaliza-
ción. Por el lado de los posibles impactos ambientales, el perfil del proyecto señala, que este no 
necesita una clasificación de impacto previo, porque no se financia ninguna inversión en infraes-
tructura u obra civil que pueda generar impactos socioambientales negativos, directos y significa-
tivos. Por el contrario, la operación promueve la definición de políticas, normas, instrumentos de 
gestión y otras acciones de fortalecimiento institucional. Es importante mencionar que el proyecto 
ha sido ejecutado en su totalidad, según el BID (2021).

Asimismo, existe el Programa de Mejoramiento de las Políticas Sociales que Protegen a la Pobla-
ción Vulnerable en el Perú (BID-PE-L1262). El programa se encuentra en etapa de implementación 
y se enfoca en el sector social y en el subsector de política laboral ya que, como contexto, es que 
debido a la alta tasa de informalidad laboral existe un bajo nivel de aseguramiento ante la pérdida 
de ingresos y por la ineficiencia de los servicios públicos, existen limitaciones en el acceso a la sa-
lud (BID, 2021). Asimismo, se evidencia que gran parte de los estudiantes no reciben educación de 
calidad para acceder a empleos formales y por el lado de la violencia contra las mujeres, se prevé 
un aumento de los casos de violencia y una baja calidad de los servicios de apoyo a las mujeres 
afectadas por estos hechos.

A partir del contexto mencionado, se presenta el objetivo general del proyecto, que es mejorar las 
políticas sociales de protección de las personas vulnerables. En relación con los objetivos espe-
cíficos, éstos son:

 z Ampliar el acceso a mecanismos de aseguramiento contra el riesgo de pérdida de ingresos; 
 z Mejorar el acceso a los servicios públicos de salud; 
 z Mejorar la calidad de las instituciones de ESTP; 
 z Mejorar la eficiencia de la asignación de recursos para la prevención de la VCM y la coordi-

nación de los servicios que reciben las mujeres víctimas de violencia (BID, 2020). 

El desembolso del capital ordinario del BID es de 400 millones de dólares. De acuerdo con lo 
anterior, los beneficiarios del préstamo serán la población vulnerable que está compuesta por 
ciudadanos que viven en pobreza o pobreza extrema, con bajos niveles de educación, jóvenes, 
ubicados en zonas rurales o marginales, mujeres, población indígena, personas que viven en zo-
nas de alta vulnerabilidad al cambio climático y desastres naturales, entre otros. Cabe destacar 
que el BID considera que este proyecto no tendrá impactos socioambientales negativos ya que 
busca definir políticas, instrumentos de gestión y herramientas para proteger a las poblaciones 
vulnerables.

Por otro lado, está el proyecto denominado “Mejoramiento del sistema de protección social en el 
Perú (BID-PE-T1432)” que se encuentra en etapa de ejecución. Este proyecto, cuya fecha de apro-
bación se dio en diciembre de 2020, se centra en el sector social y en el subsector de pensiones 
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y seguridad social. Este préstamo, al ser una cooperación técnica, tiene como objetivo apoyar al 
Gobierno peruano en el diseño de medidas de política destinadas a mejorar el acceso y la calidad 
de los servicios sociales. Los beneficiarios de este proyecto son los Ministerios de Trabajo, Salud, 
Educación, Mujer e Interior y el resultado esperado es que cuenten con informes para mejorar el 
diseño, implementación y evaluación de sus programas de apoyo a la población vulnerable del 
país. En cuanto al presupuesto, el BID ha desembolsado 242.000 dólares, que se ejecutarán en 24 
meses. Estos recursos serán financiados por el Programa Estratégico de Desarrollo Social (SOC) 
(BID, 2020).

Asimismo, está presente el proyecto “Apoyo en el Diseño y Desarrollo de un Plan de Transformación 
Digital para el Sector Salud en Perú (BID-PE-T1439)”. Esta cooperación técnica tiene como objetivo 
apoyar la implementación del programa PE-L1228 de redes integradas de salud, en particular para 
el fortalecimiento de la gobernanza en salud digital, la historia clínica electrónica y la telesalud; la 
confiabilidad, disponibilidad de la información para la toma de decisiones y la promoción de un eco-
sistema de salud digital (BID, 2020). El presupuesto previsto por el BID es de 250.000 dólares, que 
se financiarán con fondos del Programa Estratégico de Desarrollo Social Financiado con Capital 
Ordinario (SOC). Los recursos del SOC financiarán servicios de consultoría individual y de empresa. 
Se estima que este proyecto no producirá efectos ambientales y sociales adversos. 

En lo que respecta al sector salud, existe un proyecto que se encuentra en etapa de ejecución, el 
cual se denomina “TUMI Genomics: Next Generation Sequencing (NGS) Diagnostics of COVID-19”. El 
presupuesto total del proyecto es de 225.000 mil dólares, de los cuales 150.000 mil dólares son 
financiados por el Laboratorio del BID y los otros 75.000 mil son una contrapartida del Estado 
peruano. 

El objetivo del proyecto es implementar en el corto plazo métodos de diagnóstico basados en la 
tecnología Next Generation Sequencing 2 (NGS) para enfermedades infecciosas, de bajo costo, 
más rápidos y con un aumento significativo de la confiabilidad. El objetivo específico es desplegar 
la tecnología de TUMI Genomics junto con socios estratégicos en Perú (Universidad Cayetano 
Heredia inicialmente para atender la emergencia de la COVID-19), para analizar rápidamente a los 
pacientes que han dado positivo a la COVID-19 en sus diagnósticos iniciales, logrando así una 
secuenciación del genoma del virus y trazabilidad para la toma de decisiones, generando además 
big data que permita el desarrollo de vacunas y medicamentos (BID, 2020). 

En cuanto a los beneficiarios, se considera que los directos son las entidades de salud pública, 
las cuales actualmente están lidiando con una acumulación de pruebas diagnósticas y las conse-
cuencias de su limitada fiabilidad (riesgo de falsos negativos). Asimismo, se espera que se benefi-
cie el gobierno peruano, por el ahorro monetario que obtendrá al predecir los lugares vulnerables 
de los brotes dentro del Perú, evitando que la situación desborde los sistemas nacionales de salud 
y, en consecuencia, la población peruana.

Asimismo, existe el proyecto “Retos y oportunidades de las políticas de CTI en Perú en el marco de 
la pandemia COVID-19”. Este proyecto se centra en el sector de la ciencia y la tecnología, y se en-
cuentra actualmente en fase de ejecución. Los documentos publicados hasta ahora no permiten 
conocer detalles más específicos del proyecto; sin embargo, según el sitio web del BID, el proyecto 
tiene como objetivo generar lineamientos de política para fortalecer las capacidades del Sistema 
Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación Tecnológica (SINACYT) en el área de investigación, 
desarrollo técnico e innovación para el desarrollo de productos biológicos para poder tratar opor-
tunamente enfermedades epidémicas como la COVID-19 (BID, 2020). El coste total de la financiación 
del BID es de 200 mil dólares. 
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En relación con el medio ambiente y los desastres naturales, existe un proyecto denominado “For-
talecimiento de la Red Nacional de Alerta Temprana de Perú (PE-T1453)”. Este se encuentra en fase 
de ejecución y tiene como objetivo general lograr una sociedad más resiliente y segura ante los 
desastres naturales y las epidemias o pandemias. El objetivo específico es fortalecer el desempe-
ño de la Red Nacional de Alerta Temprana (RNAT) en el marco del Sistema Nacional de Gestión del 
Riesgo de Desastres (SINAGERD) y con un enfoque multiamenaza, como componente importante 
del SINAGERD. El presupuesto total del proyecto es de 400 mil dólares, siendo el importe de 400 
mil dólares, financiado por el BID y la contrapartida por el gobierno. Se espera que los beneficiarios 
del préstamo sean los gobiernos regionales y el gobierno nacional de Perú.

Adicionalmente, existe el préstamo Apoyo a la Revitalización y Reapertura de las Centralidades 
Urbanas de Lima Metropolitana, que se encuentra en etapa de ejecución y pertenece al sector de 
infraestructura. El objetivo general de esta cooperación técnica es contribuir al fortalecimiento 
de la gestión territorial de la Municipalidad Metropolitana de Lima, a través de la priorización y 
desarrollo de proyectos urbanos que fomenten la inclusión social y la revitalización económica 
local tras la pandemia de la COVID-19. En este sentido, la CT apoyará la elaboración de diagnósticos 
participativos y la evaluación de información básica para identificar potenciales intervenciones 
estratégicas en la centralidad de Lima, así como su conocimiento y difusión. El costo total es 
equivalente al monto que será financiado por el BID, que es de 295 mil dólares. 

Asimismo, existe el préstamo denominado “COVID-19 y las migraciones de la ciudad al campo en 
el Perú: Identificación de amenazas y oportunidades para el uso sostenible del capital natural”. El 
objetivo de este proyecto es generar conocimiento sobre las condiciones económicas y sociales 
de los migrantes que se trasladan de la ciudad al campo como consecuencia de la COVID-19, iden-
tificar los impactos y conflictos en el uso de los recursos naturales debido a la migración interna, y 
proponer estrategias sostenibles para la creación de empleos verdes que minimicen los impactos 
y conflictos identificados. Esto proporcionará información sobre cómo la migración puede afectar 
a las operaciones de sostenibilidad y cambio climático en preparación o ejecución en Perú por 
parte del BID, especialmente las operaciones que apoyan la Estrategia REDD+. El proyecto apoya 
el sector de medio ambiente y desastres naturales y ha sido ejecutado en su totalidad por lo que 
su estado es cerrado. El costo total del préstamo, que coincide con el monto financiado por el BID, 
es de 200 mil dólares. 

Otras iniciativas de las IFD en Perú para tener en cuenta
Ahora bien, aunque lo que se presenta en este apartado no son préstamos aprobados en su justi-
ficación en base a la COVID-19, ha parecido importante mencionarlos, ya que se trata del Ministerio 
de Transportes y Comunicaciones, el cual es el más fondos maneja en el Perú. 

En primer lugar, a inicios de mayo de 2021, el Ministerio de Economía y Finanzas (MEF) de Perú, 
mediante un Decreto Supremo, autorizó la aprobación del préstamo emitido por el BID y la Corpo-
ración Andina de Fomento (CAF), con el propósito de financiar parcialmente el Programa de Infraes-
tructura Vial para la Competitividad Regional I (Pro Región I) I. El Programa Pro región forma parte 
del “Plan de Desarrollo Logístico en Vías Subnacionales’’ y tiene como objetivo contribuir a mejorar 
la conectividad regional del país, a través de la rehabilitación, mejoramiento y conservación de las 
vías de la red vial departamental. De esta manera, se mejorará el acceso a los corredores logísti-
cos, el movimiento de personas y la integración regional, así como la resiliencia de la infraestruc-
tura ante los efectos del cambio climático.
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El objetivo del Programa es mejorar y conservar 15.087,3 kilómetros de la Red Vial Departamental, 
distribuidos en 42 Corredores Viales Alimentadores (CVA) en 23 departamentos del Perú. Para ello, 
la ejecución del Programa fue designada a Provias Descentralizado, del Ministerio de Transportes 
y Comunicaciones. El Programa se ha dividido en dos proyectos de inversión que son Pro Región 
I y ProRegión II. En relación al primero, éste incluye 18 CVA equivalentes al 33% de la meta proyec-
tada, que corresponde a cinco mil kilómetros de la Red Vial. Por su parte, Proregión II equivale al 
67% de la meta, buscando mejorar la competitividad de las regiones que cuentan con una red vial 
conectada a los Corredores Logísticos y con cadenas de exportación consolidadas.

Por otro lado, también es importante mencionar el Fondo Semilla del BID14. Desde el año pasado, el 
Banco ha presentado, en diversas declaraciones, su interés por trabajar en el sector de la bioeco-
nomía. La voluntad política mostrada por el Banco para realizar proyectos de inversión en bioeco-
nomía se da en el marco del Pacto de Leticia, que fue firmado por diferentes países de la región 
en 2019, con el objetivo de promover la conservación y el desarrollo sostenible de la Amazonía. Así, 
en la declaración firmada por los países miembros del Pacto en agosto de 2020, se solicita que 
el BID, en coordinación con los funcionarios de los países amazónicos, establezca y gestione una 
iniciativa con diferentes fondos para lograrlo.

El capital ofrecido por el BID es de 20 millones y, se centraría en cuatro áreas prioritarias en la 
Amazonia 1) la bioeconomía; 2) la gestión sostenible de la agricultura; 3) la complementariedad de 
la ganadería y la gestión sostenible de los bosques; y 4) las infraestructuras sostenibles. Para 
hacer posible los objetivos del préstamo, el presidente del BID mencionó la necesidad de sinergias 
de diferentes empresas con objetivos y actividades similares.

De la gestión sostenible de la agricultura, se afirmó que tendrá un proceso de cambio y debe 
complementarse con nuevos modelos de agricultura y ganadería sostenible, ya que los modelos 
actuales impulsan la deforestación y la degradación de los bosques. En cuanto a la ganadería y 
las infraestructuras sostenibles, tanto la bioeconomía como la agricultura y la ganadería se consi-
deran íntimamente ligadas a la calidad de vida de las poblaciones locales, que necesitan servicios 
de salud y educación, y buenas oportunidades de empleo en la región amazónica y entre la región 
y el resto del mundo.

En la misma línea, el BID junto al Fondo Verde para el Clima (FVC) han aprobado en objetivo general 
del fondo es promover el desarrollo sostenible y la bioeconomía en la Fondo para la Bioeconomía 
en la región Amazónica, para “apalancar inversiones para la adaptación y la mitigación de los 
impactos del cambio climático en la cuenca del Amazonas a través de bionegocios innovadores 
que ayuden a preservar los ecosistemas y biodiversidad de la Amazonia, fortalecer la resiliencia 
climática, y mejorar las fuentes de sustento en los países de dicha cuenca” (BID, 2021).

Según la información facilitada por el Banco en las reuniones con la sociedad civil en las que se 
presentó la propuesta del fondo. El enfoque del fondo pretende ir más allá de las modalidades 
tradicionales de cooperación técnica, centrándose en un enfoque basado en resultados para el 
desembolso y la movilización de recursos, incluyendo un componente reembolsable. Este enfoque 
aumenta la apropiación nacional, promueve cambios estructurales y fortalece las políticas e ins-
tituciones, a diferencia de las modalidades tradicionales en las que los beneficios se concentran 
en la organización de la ejecución de los proyectos; sin embargo, aún no hay más información al 
respecto, ya que el fondo se presentará oficialmente en octubre de 2021. 

14 Se puede encontrar más información sobre el Pacto de Leticia y los Fondos que lo componen, así como sus avances en Perú, en el estudio elaborado 
por Derecho, Ambiente y Recursos Naturales (DAR) sobre el Pacto de Leticia y sus avances en la región. 
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Balance de los préstamos en Perú 

Tras la descripción de los préstamos, se pueden extraer algunas informaciones sobre el com-
portamiento del BID y su respuesta a COVID-19 en Perú. En primer lugar, se puede observar que 
la prioridad del BID estuvo en torno a la respuesta inmediata para la salud pública, las redes de 
seguridad para las poblaciones vulnerables, la productividad económica, el empleo y las políticas 
fiscales para aliviar los impactos económicos.

En ese sentido, los préstamos aprobados del BID a Perú no tienen un componente ambiental im-
portante, ya que los desembolsos recibidos se destinaron a ayudar a mantener el gasto público 
en salud y otras protecciones para las poblaciones vulnerables. Así, por ejemplo, según el banco, 
hasta la fecha no se han identificado impactos ambientales significativos, por lo que la operación 
presenta un riesgo bajo a moderado en ese sentido; sin embargo, en el caso del programa ProRe-
gión, que se aprobó durante la crisis económica pero no se justificó en ella, podemos encontrar 
algunos problemas. 

El proyecto ha sido considerado como un proyecto de categoría B por lo que, de hecho, existen im-
pactos ambientales negativos asociados, localizados y a corto plazo, para los que existen medidas 
de mitigación efectivas. A su vez, del perfil del proyector se desprende que los tramos se aproba-
rán a través de declaraciones de impacto ambiental, que son las herramientas más pequeñas, ya 
que evalúan tramos pequeños con impactos mínimos; sin embargo, el proyecto no implica tramos 
separados, sino una red de carreteras, por lo que los impactos acumulativos y sinérgicos deben 
ser tenidos en cuenta, por lo que se deben presentar estudios de impacto ambiental detallados, 
para evitar la degradación de los recursos.15 

Por otro lado, como se ha observado, muchos de los préstamos incluyen beneficiarios que directa 
o indirectamente, como en el caso de los préstamos que buscan fortalecer el trabajo de las insti-
tuciones estatales, implican la defensa y mejora de los programas sociales para el cumplimiento 
de los derechos de las poblaciones vulnerables como las mujeres, los niños, los trabajadores y los 
pueblos indígenas. En este sentido, debido a que los préstamos están en su mayoría en aproba-
ción y aún no en ejecución, no es mucho lo que se puede decir sobre los derechos vulnerables; sin 
embargo, podemos analizar y centrarnos en cómo el banco identifica a las poblaciones vulnerables 
en la presentación de los préstamos. Esto es especialmente importante ya que sin una definición 
clara de los beneficiarios del proyecto no es posible medir adecuadamente los riesgos.

Por ejemplo, en torno al préstamo del programa para mejorar el sistema de protección social en 
Perú (BID-PE-T1432), no especifican cómo se identificarán los grupos sociales beneficiarios; o cómo 
identificarán a las personas que viven en zonas vulnerables al cambio climático; por lo tanto, la 
descripción del préstamo genera expectativas para todos estos grupos sociales, así como con-
fusión sobre quiénes los componen, ya que no hay una delimitación clara en ese caso concreto. 
Siendo necesario que se aclare y proporcione dicha información. 

Asimismo, un componente importante del préstamo —como se mencionó en la sección anterior— 
está relacionado con mejorar el acceso al seguro contra la pérdida de ingresos y favorecer el 
aumento de la formalidad laboral y la mejora del seguro social. En este sentido, es oportuno 
mencionar que el contexto de la seguridad laboral en el Perú debe ser tomado en cuenta para 

15 El análisis del programa Pro-Región también forma parte del documento elaborado por Derecho, Medio Ambiente y Recursos Naturales (DAR) sobre los 
principales riesgos y problemas identificados en los préstamos del BID. 
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una correcta identificación de los beneficiarios del préstamo. Según el Decreto de Urgencia n.º 127-
2020 aprobado en el marco de este préstamo, los subsidios están dirigidos a los empleadores del 
sector privado, que cuentan con un régimen laboral dentro del marco legal, es decir, en el ámbito 
formal, por lo que no se incluiría en la población vulnerable como indica el préstamo, menos aún 
desagregando por raza/género/etnia como se indica en la Matriz de Políticas del Anexo II del perfil 
del proyecto. Además, es importante señalar que la tasa de empleo informal era del 72,7% a nivel 
nacional; sin embargo, con la llegada del COVID-19, este índice creció en 2,6 puntos porcentuales, 
por encima del año anterior, situándose en el 75,3% del total de ocupados en el Perú. Sobre esta 
cifra, el área rural representa el 96,1% y es donde se encuentran las regiones más pobres, y los 
empleados informales.

Ahora bien, sobre la inclusión de los pueblos indígenas mencionada en los créditos para mejorar 
el sector de protección social y el sector salud, no incluyen criterios y enfoques de participación y 
diálogo con los pueblos indígenas, sobre todo cuando varias regiones amazónicas del Perú fueron 
las más afectadas en cuanto a servicios estatales; sin embargo, en ninguno de los documentos se 
indica la necesidad de contar con personal e instituciones dedicadas a desarrollar herramientas 
que permitan también la contratación de los pueblos indígenas; o la coordinación con las propias 
organizaciones indígenas, para identificar a aquellas personas que puedan insertarse en los pues-
tos de trabajo ofrecidos. 

En el mismo sentido, en el caso de Pro Región, el proyecto se desarrolla en una zona de influencia 
directa e indirecta sobre los pueblos indígenas, por lo que deben aplicarse consultas y relaciones 
socio culturalmente adecuadas. Lo que no queda claro es si se trata de una consulta previa libre 
e informada, o sólo de espacios de información, donde no se recogen las demandas de las comu-
nidades, lo que debilitaría aún más los derechos de los pueblos indígenas. Es preocupante que se 
defina una herramienta menos que la consulta, sin presentar antes un documento de evaluación 
y resultados donde se verifique que las comunidades no sufrirán realmente impactos. 

Es necesario que los fondos, proyectos y programas incentivados en el marco del Pacto de Leticia 
contengan procesos de participación vinculantes que respeten las estructuras organizativas y los 
procesos establecidos por los propios beneficiarios, para que las organizaciones de la sociedad 
civil y los pueblos indígenas puedan incidir en la construcción del proceso y las propuestas, así 
como en la toma de decisiones. 

Finalmente, es importante señalar lo relacionado con el acceso a la información al sistema de 
seguimiento de los préstamos. La información que se presenta en este estudio se da a través de 
un esfuerzo de recopilación de diferentes documentos tanto en las páginas del Banco como en 
las páginas de las entidades gubernamentales peruanas correspondientes como el ministro de 
Economía del Perú. Además, se han realizado solicitudes de información al amparo del derecho de 
acceso a la información de la Ley peruana. Aun así, la información suele ser escasa o confusa para 
los ciudadanos. La mayoría de las veces las solicitudes de información enviadas son devueltas a 
la página oficial del Banco cuyos documentos suelen estar en archivos de difícil acceso.

El BID cuenta con una plataforma en la que se puede acceder a los créditos que aprueba por país 
en datos abiertos con documentos y detalles de estas operaciones. También cuenta con una polí-
tica de accesibilidad y se ha suscrito a la Iniciativa Internacional para la Transparencia de la Ayuda; 
sin embargo, en materia de cláusulas medioambientales y de derechos humanos, la información 
sigue siendo bastante escasa. Habitualmente, el Banco proporciona datos sobre el perfil del pro-
yecto: objetivos, equipo encargado de la operación, organismo o entidad ejecutora, plan financiero, 
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justificación de la actuación, beneficiarios, resultados esperados, aspectos técnicos, riesgos am-
bientales y calendario, pero acceder a conocer los posibles impactos y medidas socioambientales 
determinadas por el BID es complicado. 

Conclusiones y recomendaciones 

La crisis sanitaria que llegó a la región en marzo de 2021 ha supuesto para los gobiernos de la 
región una serie de retos a nivel de gestión pública y económica. En ese sentido, la ayuda de las 
Instituciones Financieras de Desarrollo y, en el caso de Perú, del BID, fueron una ayuda crítica para 
la recuperación del país tanto por el monto que se desembolsó como por la diversidad de la ayuda 
que se recibió. Como se ha observado, los préstamos justificados en COVID-19 no sólo se centraron 
en la salud, sino también en los mercados económicos, la educación y la mejora de los servicios 
para la población vulnerable; sin embargo, a pesar de su importancia, esta investigación pretendía 
llevar a cabo un importante análisis crítico de los préstamos para que la sociedad civil pueda ser 
y se puedan hacer recomendaciones adecuadas para los préstamos.

En primer lugar, es importante mencionar cómo la prioridad, tanto de las IFD como del gobierno 
peruano, ha sido la reactivación económica y el freno al avance del virus; por lo tanto, el foco está 
en los flujos para mejorar los programas estatales en estas dos áreas, fortaleciendo los progra-
mas de apoyo económico y los sistemas de salud pública. Así, temas como la protección del medio 
ambiente y los derechos de la población indígena no formaron parte de la agenda de prioridades. 

Asimismo, estos temas no sólo fueron desplazados de las prioridades del gobierno y de las insti-
tuciones regionales de financiación, sino también por la dificultad de acceso a la información. Es 
difícil identificar desde este momento los problemas que enfrentarán estos préstamos en materia 
socioambiental porque los documentos presentados por el Banco no ofrecen un panorama com-
pleto; sin embargo, intentos como éste pretenden llamar la atención sobre algunas características 
importantes; por lo tanto, lo que se ha encontrado en torno a una mejor identificación de la pobla-
ción vulnerable y de los beneficiarios de los proyectos, así como el acceso a la información de los 
implicados en el proyecto, debe ser algo en lo que la sociedad civil siga insistiendo.

Algunas recomendaciones son las siguientes: 

 z Los préstamos de las IFD deben estar informados mediante un sistema compartido entre 
los bancos y los estados; donde se señale claramente los montos, beneficiarios, ciclo del 
préstamo e instituciones que intervienen. De manera que la ciudadanía conozca claramente 
cuáles son los beneficios del préstamo. 

 z Sobre la búsqueda del acortamiento de las brechas de desigualdad, debe estar en concor-
dancia con las medidas y programas propuestos; por ello, el Banco debe informar sobre 
los criterios y mecanismos de identificación de las poblaciones vulnerables, donde además 
deben estar presentes los pueblos indígenas, quienes están siendo impactados por las 
brechas de desigualdad.

 z El BID debe fortalecer la forma cómo proporciona información a nivel local, nacional, y re-
gional, donde proponga la participación de todos los actores y un mayor intercambio de 
información oportuna para que sociedad civil observe, recomiende en base a información 
completa y actualizada. 
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En Argentina se analizó la participación de once bancos de desarrollo que tuvieron participación 
en el financiamiento en el contexto de la pandemia, es así que, los sectores de Salud, Derecho y 
Gobierno, y Mercados Financieros; derivan de los fondos del Banco Mundial y el Banco Interameri-
cano de Desarrollo (BID). A su vez, los proyectos financiados por el Banco de Desarrollo de América 
Latina (CAF), FONPLATA Banco de Desarrollo y Banco Centroamericano de Integración Económica 
(BCIE) por montos mayores a $ 1.8 billones de dólares y proyectos COVID-19 regionales, cuya in-
formación no está disponible, es muy escasa e incluso inexistente en algunos casos. El total de 
proyectos aprobados fue de 40, lo cual equivale a un monto total de 4.879 millones de dólares. A 
continuación el análisis y principales recomendaciones. 

Resumen de descripción de los préstamos

Argentina vive un contexto macroeconómico, fiscal y social complejo y frágil, el cual se agravó por 
la pandemia y las medidas de confinamiento. Con la economía en recesión durante los últimos tres 
años, caídas del 10% del PBI en 2020 y 2,10% en 2019 (FMI, 2019), el FMI proyecta un crecimiento del 
PBI de 5,18% en 2021, 2,5% en 2022 y un 1,5% en 2026 (FMI, 2021). Del mismo modo, según señala el 
BID: “La crisis de la COVID-19 se suma a los desafíos estructurales del país: retomar la senda de 
recuperación económica y mejorar las condiciones de vida de los grupos más vulnerables después 
de 10 años de crecimiento promedio del PBI de 1,4% (periodo 2010 – 2019)” (BID, 2021).

La tasa de inflación fue de 34,3% en 2018, subió a 53,5% en 2019 y fue de 36,1% en 2020. Para el 
periodo 2021 se espera que se sitúe entre el 42% y 46% (FMI, nd-a).

Antes de la pandemia, el déficit primario de Argentina se proyectaba en 1,1% del PBI en 2020, pero 
debido al incremento del gasto social por la pandemia, el resultado fue de 6,5% del PBI (Buenos 
Aires Times, 2021). Las medidas de aislamiento y distanciamiento social impactaron negativamente 
en la recaudación tributaria, mientras que las políticas de protección social, apoyo a empresas y 
trabajadores, incrementaron el gasto público (BID, 2021); para el 2021 el gobierno anunció una meta 
de 4,5% del PBI para el déficit primario.

En el segundo semestre de 2020, la tasa de pobreza se elevó a 42% según el INDEC (Instituto na-
cional de estadísticas y censos), la más alta desde el 2004, enfatizado por el impacto de la pande-
mia. Con 19 millones de pobres, las regiones nordeste, noroeste y la conurbación de Buenas Aires 
son las zonas donde se ubica la población más pobre del país, este incremento ha exacerbado las 
desigualdades en el país.

La tasa de desempleo de la población económicamente activa a fines de 2020 fue de 11%. La 
pérdida de empleo formal fue menor debido a las políticas de protección del gobierno, el gobier-
no también introdujo el Ingreso Familiar de Emergencia (IFE), dirigido a los grupos de menores 
ingresos, según el ministerio de economía, estas medidas evitaron un aumento de 6 a 8 puntos 
porcentuales en la tasa de pobreza (BID, 2021).

ARGENTINA
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La deuda pública consolidada se estimó en 102.8% del PIB a fines de 2020, 79,9% de los cuales 
estaban denominados en dólares. La deuda con organismos del sector público representó el 40% 
de la deuda bruta del gobierno central, con los organismos multilaterales y bilaterales el 22,7% y el 
sector privado el 37,3% restante (Ministerio de Economía de Argentina, s.f.).

Así, Argentina enfrenta un panorama complejo con la necesidad de enfocarse en atender y pro-
teger a los grupos más vulnerables afectados por la pandemia y estabilizar el entorno macroeco-
nómico en un contexto de deterioro de los indicadores sociales y económicos (pobreza creciente, 
desempleo, déficit gubernamental e inflación), y negociaciones para la reestructuración de la deu-
da. Paralelamente, es necesario fortalecer los sistemas de salud y educación, también mejorar las 
capacidades científicas y tecnológicas del país.

El primer caso confirmado de la COVID-19 en Argentina se informó el 3 de marzo de 2020, el gobier-
no implementó un cierre total de fronteras y una cuarentena a nivel nacional, a partir del 20 de 
marzo de 2020. Según el FMI (nd-b) la pandemia y las medidas de contención tuvieron un impacto 
económico significativo, con una contracción del PIB de alrededor del 10 % en el 2020.

A lo largo de la pandemia, el gobierno argentino implementó una serie de medidas económicas, 
políticas y sociales para enfrentar los impactos de la crisis y los efectos de las medidas de confi-
namiento, que incluyeron, entre otras:

 z Aumento del gasto en salud;
 z Apoyo a los trabajadores y grupos vulnerables; 
 z Implementación del Ingreso Familiar de Emergencia (IFE);
 z Concesión de créditos a tasa 0% para monotributistas y autónomos; 
 z Mayor gasto en obras públicas; 
 z Garantías de crédito para préstamos bancarios a micro, pequeñas y medianas empresas 

(PYMES); 
 z Congelar los alquileres y suspender los desalojos por falta de pago y extender el plazo de 

los contratos de alquiler;
 z Suspensión en la interrupción de servicios esenciales (agua, luz, gas, telefonía fija y móvil 

e internet); 
 z Además, las autoridades han adoptado políticas contra el aumento excesivo de precios, que 

incluyen controles de precios para alimentos y suministros médicos y esenciales.

Desde el inicio de la emergencia global por la pandemia de la COVID-19, las Instituciones Finan-
cieras para el Desarrollo (IFD) han asumido un rol protagónico, brindando asistencia técnica y 
financiamiento de rápido desembolso para apoyar la implementación de las medidas de cierre y 
reactivación económica impulsadas por los gobiernos nacionales.

Si bien las medidas adoptadas fueron relevantes, para ciertos sectores, se advierte que las IFD en 
Argentina no enfocaron los proyectos hacia los sectores más vulnerables, a políticas relacionadas 
con el sector ambiental o la lucha contra el cambio climático, mucho menos a proyectos que pro-
pongan modelos alternativos al modelo de desarrollo actual del país. Por otro lado, otro hallazgo 
que demuestra este estudio es la dificultad para acceder a información veraz y actualizada en 
relación a proyectos financiadas por las principales IFD de Argentina, sobre todo en el actual con-
texto de pandemia, donde el acceso a información precisa, confiable, actualizada y detallada es 
mínimo.
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Para analizar las acciones de las principales Instituciones Financieras de Desarrollo en Argentina, 
primero se hizo una identificaron de estas, teniendo en cuenta su experiencia actual e histórica, 
siendo seleccionadas 11 instituciones operantes como: 

 z El Banco Interamericano de Desarrollo (BID); 
 z El BID Invest;
 z El Banco Mundial (BM) / Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento (BIRF);
 z La Corporación Financiera Internacional (IFC);
 z La Corporación Andina de Fomento (CAF) / Banco de Desarrollo de América Latina;
 z El FONPLATA;
 z El Banco Centroamericano de Integración Económica (BCIE); 
 z El Fondo Verde para el Clima (GCF);
 z El Banco de Desarrollo Empresarial de los Países Bajos (FMO);
 z La Corporación Financiera de Desarrollo Internacional de EE. UU. (DFC);
 z El Banco Europeo de Inversiones (BEI).

El estudio se desarrolló entre el 1 de marzo de 2020 hasta el 1 de mayo de 2021.

Los proyectos seleccionados dentro de la “categoría COVID-19”, fueron destinados a cubrir parcial-
mente los gastos asociados a medidas y políticas implementadas en respuesta a la pandemia y 
las medidas restrictivas, tales como, el cierre de empresas y pérdida de empleo; a las medidas 
sanitarias y fortalecimiento del sistema de salud y otras medidas destinadas a brindar crédito y 
beneficios a la micro, pequeña y mediana empresa (MIPYMES). Se recurrió a tres fuentes a través 
de sitios web oficiales para completar la información: sitios web oficiales de cada institución, del 
Sistema de Alerta Temprana y de la Secretaría de Asuntos Estratégicos de la Presidencia de la 
Nación Argentina. Los proyectos “regionales” se refieren a aquellos proyectos que incluyen directa 
o indirectamente a Argentina junto con otros países de la región.

Los sectores de Salud, Derecho y Gobierno, y Mercados Financieros; derivan de los fondos del 
Banco Mundial y el Banco Interamericano de Desarrollo (BID). También existen proyectos financia-
dos por el Banco de Desarrollo de América Latina (CAF), FONPLATA Banco de Desarrollo y Banco 
Centroamericano de Integración Económica (BCIE) por montos mayores a $ 1.8 billones de dólares 
y proyectos COVID-19 regionales, cuya información no está disponible, es muy escasa e incluso 
inexistente en algunos casos.

El total de proyectos aprobados fue de 40, lo cual equivale a un monto total de 4.879 millones de 
dólares. El BID y del Banco Mundial, financiaron 19 y 12 proyectos respectivamente; la CAF, el Fondo 
Verde para el Clima y la IFC subvencionaron el proyecto de forma individual; FONPLATA ejecutó 2 
proyectos y el BCIE asumió la financiación de 4 proyectos. El sector más beneficiado es el de Salud 
con un 24%, le sigue Transporte, Derecho y Gobierno, y Protección Social con el 13% y Mercados 
Financieros con 11%.

El gobierno argentino es el prestatario de 39 de los 40 proyectos aprobados o propuestos en su 
país, solo 1 corresponde a un cliente privado. El 45% corresponden a Operaciones de Préstamo y 
el 22,5% a Cooperación Técnica (CT). El tipo de proyecto del porcentaje restante no se identificó 
debido a la insuficiente o nula información brindada por algunas instituciones o el propio gobierno 
argentino.
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Del total de proyectos, ninguno tiene categoría de impacto ambiental y social “A” o “Alto Riesgo”; 
llama la atención que 14 proyectos no tienen categorización. Por otro lado, mientras que el BCIE se 
posiciona con el 10%, el 90% de los montos totales invertidos en Argentina durante el periodo de 
estudio recaen en el BID y el Banco Mundial, siendo estas dos últimas instituciones los financistas 
del 78% de los proyectos; los cuales están orientados a incrementar la capacidad institucional y 
de respuesta ante la pandemia COVID-19 a nivel nacional y subnacional.

Por su parte, el BID ha financiado principalmente proyectos en el sector Transporte, la mayoría 
de estos orientados a mejorar los servicios y condiciones del transporte terrestre y ferroviario en 
Argentina. En el sector de Derecho y Gobierno, los proyectos buscan mejorar las capacidades ins-
titucionales del sector público para enfrentar la pandemia. Los proyectos del sector de Inversión 
Social son por lo general CT orientadas al desarrollo de políticas públicas y de protección social 
para la niñez, los trabajadores, las mujeres y las poblaciones vulnerables en Argentina. De las 
cuales solo 1 de los 6 proyectos se considera un “Proyecto COVID-19”.

Los proyectos del sector de Mercados Financieros tienen como objetivo incrementar la compe-
titividad y productividad y apoyar la sostenibilidad de las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas 
(MIPYMES). En algunos casos, como apoyo al empleo en Argentina en el contexto de la crisis gene-
rada por la pandemia COVID-19.

Se cuenta con 14 proyectos “Regionales” en Argentina; 9 se encuentran en preparación y 5 en la 
etapa de ejecución. Las IFD involucradas son: el BID (8 proyectos), BID Invest (2 proyectos), BM (1 
proyecto), CAF (1 proyecto) y US DFC (2 proyectos). La mayoría de los proyectos son de Cooperación 
Técnica y con categoría ambiental y social “C”, siendo esta categorización en algunos casos algo 
problemática; sin embargo, la escasa información disponible de los proyectos imposibilita el estu-
dio para determinar características particulares, así como el verdadero riesgo ambiental y social.

Finalmente, se advierte que de los proyectos regionales en los que participa Argentina suman un 
total de 641,68 millones de dólares. La distribución de los fondos entre los países involucrados, 
así como los países participantes, no está clara debido a la falta de información disponible, la 
cual representa una limitación importante en términos de transparencia, incluso en instituciones 
sólidas como del BID Invest.

Balance en los préstamos en Argentina

Según el Sistema de Alerta Temprana COVID-19 DFI Tracker (nd), a mayo de 2021 se tenía un total 
de 1.302 proyectos COVID-19 financiados por Bancos Multilaterales de Desarrollo en todo el mundo, 
por un monto total de aproximadamente 146,35 mil millones de dólares, de los cuales el Banco 
Europeo de Inversiones (BEI), el Banco Mundial (BM), el Banco Asiático de Desarrollo (ADB), el Ban-
co Asiático de Inversiones en Infraestructura (AIIB) y el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) 
constituyen las 5 fuentes principales de financiamiento mundial. Siendo el Banco Mundial y el BID 
las instituciones que tienen la mayor cantidad de proyectos financiados a escala global, con 377 y 
218 respectivamente; en tanto 9 de ellos tienen presencia financiera activa en Argentina: EIB, WB, 
BID, IFC, MIGA, BID Invest, DFC, CAF y FMO.

En Argentina, se identificaron un total de 14 proyectos asociados a la COVID-19, financiados por 5 
instituciones: el BID, Banco Mundial, CAF, FONPLATA y BCIE, con un monto total de aprox. 1,830 mi-
llones de dólares. Además de 3 proyectos “Regionales” adicionales en los que participa Argentina: 
“Línea de Crédito Regional Contingente para Apoyo y Fortalecimiento Sectorial de los Sistemas 
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de Salud en el Marco de la Pandemia COVID-19” financiado por la CAF (500 millones de dólares); el 
proyecto LAAD II financiado por el BID Invest (30 millones de dólares) y el proyecto LocFund Next 
LP financiado por la DFC de Estados Unidos (20 millones de dólares); sin embargo, debido a la es-
casa información disponible es difícil determinar el grado de participación de Argentina, así como 
identificar los países participantes y en algunos casos conocer los objetivos de algunos proyectos 
financiados. 

Es importante señalar que el proyecto regional RG-T3049: CANEF, aprobado en 2017 fue reactiva-
do en 2020, a través de la Secretaría de Minería, quien solicitó al BID, apoyo técnico y financiero 
para el desarrollo de una política minera nacional con el objetivo de impulsar el sector minero y 
promover la reactivación económica en el marco de la pandemia mundial COVID-19, a pesar de que 
el proyecto no tiene relación directa con COVID-19. Este proyecto fomenta y apoya el desarrollo de 
una visión de largo plazo para un sector extractivo “responsable” y “sostenible” en la región de 
ALC. Fue clasificado por el BID como proyecto de impacto ambiental y social mínimo o nulo.

Aproximadamente 11 de los 14 proyectos COVID-19 en Argentina son financiados por el BID y Banco 
Mundial, los cuales representan el 79% del total, sumando el 94% de los importes asignados. Cabe 
recalcar que el BID ha reasignado fondos de otros proyectos ya aprobados lo que representa casi 
el 98% de los fondos asignados a proyectos COVID-19 por el BID. En cuanto al tipo de proyectos, 
6 de los 14 proyectos COVID-19 son Operaciones de Préstamo (42,8%), 4 son Cooperación Técnica 
(28,6%) y 1 es Financiamiento Programa-por-Resultados (7,2%). Los 3 proyectos restantes (21,4%) 
figuran como “Indefinidos”; la falta de información disponible limita comprender a fondo el tipo de 
proyectos que las DFIs están financiando en el contexto de la pandemia, y debe ser un aspecto a 
corregir por ellas.

Respecto de la Categoría Impacto Ambiental y Social, de los 14 proyectos 35,4% se categorizaron 
como “C”, 2 como “B” o “Riesgo Moderado” (14,3%), no se aclaró la categorización del proyecto (“N/A” 
o “Indefinido”) en 42,8% y 1 proyecto fue categorizado como B13. Es importante señalar que la falta 
de categorización impide conocer el tipo de medidas y salvaguardas ambientales y sociales que 
las IFDs debe implementar en esos proyectos.

Monitorear los fondos y controlar el correcto cumplimiento e implementación de la normativa so-
cial y ambiental de los proyectos categorizados como Intermediarios Financieros, es difícil debido 
a los intermediarios financieros, esto se agrava en el contexto de la pandemia y la modalidad de 
desembolso rápido.

Como se señaló líneas arriba, los “proyectos COVID-19” financiados por las IFD en Argentina corres-
ponden principalmente al sector Salud (47%), Derecho y Gobierno; Modernización del Estado (17%) y 
Mercados Financieros (12 %) este comportamiento se ha visto reflejado de forma similar a nivel global.

Por ejemplo, los proyectos de Ley y Gobierno, y Modernización del Sector Estatal, son financiados 
por el BID, los cuales tienen como objetivo mejorar la efectividad en la coordinación y gestión de 
las prioridades gubernamentales, mediante el fortalecimiento de funciones clave del Centro de 
Gobierno, y promover prácticas innovadoras en la gestión pública, el sector privado y la sociedad 
civil para responder a la crisis y sus consecuencias.

En el sector Salud, son Operaciones de Préstamo financiadas por el BID y el Banco Mundial, los 
cuales buscan fortalecer el sistema nacional de salud y esfuerzos de respuesta contra la pan-
demia de la COVID-19, orientados a aumentar la capacidad institucional, la cobertura efectiva y 
equitativa de los servicios de salud. Los proyectos financiados por CAF y FONPLATA, que también 
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pertenecen al Sector Derecho y Gobierno, tienen objetivos similares, pero aplicado en gobiernos 
locales de las provincias. Además, existen dos Cooperaciones Técnicas financiadas por el BID Lab, 
cuyo objetivo es desarrollar pruebas diagnósticas para SARS-CoV-2 a fin de atender la emergencia 
de salud causada por la COVID- 19; y una Cooperación Técnica financiada por el BID (AR-T1258) para 
fomentar la colaboración y el intercambio de conocimientos entre los gobiernos subnacionales en 
la respuesta a la COVID-19.

El Sector de Mercados Financieros ejecuta el fondo a través de la Operación de Préstamo financia-
do por el BID (AR-L1328), un proyecto cuyo objetivo es apoyar la sostenibilidad financiera de corto 
plazo y la recuperación económica de las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas (MIPYMES). Otro 
proyecto referencial es el Programa de Recuperación y Desarrollo Rural Post Emergencia financia-
do por el BCIE, que se otorga a través de asistencia técnica y créditos de inversión, sostenimiento 
y consolidación de actividades agroproductivas, agroindustriales y de servicios que generen in-
gresos y empleo para la población rural y semirrural en el contexto de la pandemia; Por ende, su 
cobertura también el sector Agroindustria y Forestal.

Por último, los proyectos financiados por el BID y el Banco Mundial que pertenecen a los sectores 
de Inversión Social (AR-T1253), Transporte (P174465) y Agua y Saneamiento (P172689) no tienen un en-
foque específico en relación a la COVID-19 debido a que sus objetivos incluyen el diseño de políticas 
de protección social eficientes y consistentes enfocadas a poblaciones vulnerables en Argentina; 
mejorar los servicios de transporte urbano, la movilidad y la accesibilidad al empleo en el Área Me-
tropolitana de Buenos Aires; y aumentar el acceso a servicios de agua y saneamiento administrados 
de manera segura con un enfoque en las áreas vulnerables de Buenos Aires, respectivamente. Es 
importante señalar que ninguno de los 14 proyectos está dirigido a sectores clave como Clima & 
Medio Ambiente, Género o Pueblos Indígenas, entre otros.

Se identifican una serie de hallazgos en cuanto a tendencias, normatividad, aplicación de salva-
guardas y transparencia, que ayudan a comprender la dinámica de las IFD en Argentina.

1. La forma en que algunas IFD identifican y categorizan los proyectos COVID-19 es confusa, 
es decir no está claro qué criterios utilizan para definir que un proyecto es aprobado en 
respuesta a los impactos de la COVID-19.

2. Si bien es positivo que las IFD como el Banco Mundial y el BID, publiquen secciones especí-
ficas dentro de sus páginas web, dicha información aún no es precisa ni confiable y en mu-
chos casos es inexistente. Se pueden encontrar también documentos, aunque en la mayoría 
de los casos están incompletos y/o está disponible en un solo idioma (inglés o español) o 
contiene información técnica no comprensible para el público.

3. Existen grandes problemas y deficiencias en materia de transparencia y acceso a la in-
formación sobre los proyectos financiados por las IFD en el contexto de la pandemia. Esto 
involucra a los bancos que financian los proyectos y también al propio gobierno argentino.

4. En la mayoría de los casos, solicitar información que no está disponible en el sitio web de 
los bancos a través de sus herramientas de solicitud de información resulta ineficaz.

5. Algunos proyectos financiados por las IFD en el país se aprobaron mediante ventanillas de 
desembolso rápido, lo que genera dudas en temas como el adecuado cumplimiento de los 
requisitos de transparencia y rendición de cuentas correspondientes, plazos de negociación 
y aprobación de proyectos, procesos de participación pública y consulta, entre otros.
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6. El contexto de la pandemia y las restricciones implementadas por el gobierno dificultan la 
realización de consultas públicas presenciales y procesos de participación, implementándose 
modalidades alternativas; sin embargo, parece que estas medidas implementadas para adap-
tarse al nuevo contexto no son realmente efectivas y pueden terminar provocando serias 
deficiencias en términos de participación y consulta pública en proyectos.

7. Existe una ausencia casi total en las consultas de participantes de la sociedad civil, 
vecinos, ONG, grupos de mujeres y, sobre todo, potenciales afectados por el proyecto y 
representantes de comunidades indígenas y pueblos originarios, entre otros grupos mar-
ginados.

8. No se han identificado proyectos que tengan como principales beneficiarios a las mujeres, 
las poblaciones indígenas, las poblaciones LGBTIQ +, las comunidades marginadas o los 
sectores más pobres de la población.

9. No se han identificado proyectos orientados a temas ambientales, la crisis actual provocada 
por la pandemia se suma a las anteriores crisis globales y locales que aún continúan, como 
la crisis climática y ecológica (FARN, 2020).

10. No se identifican proyectos que propongan modelos alternativos en relación con el modelo 
de desarrollo actual que se impulsa en el país, cuyas limitaciones y desigualdades han sido 
muy evidentes en el contexto de la pandemia.

11. Ninguno de los proyectos analizados, propone una alternativa real al tipo de modelo de de-
sarrollo basado en la sobreexplotación de la naturaleza como forma de incorporarse a una 
economía cada vez más globalizada y sostenible.

Conclusiones y recomendaciones

Dentro de las principales conclusiones se tienen:

1. Las IFD han brindado asistencia y financiamiento rápido al sector público y privado desde el 
inicio de la pandemia, para soportar el impacto económico-social de la crisis por la COVID-19 
y las medidas de confinamiento.

2. Las IFD son actores estratégicos para financiar y promover la recuperación de la economía 
mundial post pandemia.

3. Las IFD que más financian proyectos en Argentina son el BID y el Banco Mundial, este último 
tiene la menor cantidad de proyectos a pesar de ello ha comprometido un mayor monto de 
financiamiento para superar la crisis por la COVID-19, mientras que las instituciones regio-
nales como CAF o FONPLATA, fueron superadas por la BCIE.

4. El gobierno argentino ha recurrido a las IFD para financiar proyectos en el marco de la 
pandemia; sin embargo, no se financiaron proyectos orientados a los sectores más pobres 
y vulnerables afectados por la crisis de la pandemia, tampoco se financian proyectos para 
mitigar el cambio climático, temas ambientales o propuestas de modelos alternativos dis-
ruptivos del modelo de desarrollo vigente.
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5. Los proyectos se orientan principalmente a cubrir los gastos ejecutados/comprometidos 
por el gobierno en respuesta a la pandemia, restricciones de trabajo y cierre de empresas. 

6. Los proyectos financiados se orientan a fortalecer el sistema de salud del país, a medidas 
sanitarias y a brindar crédito y beneficios a las MIPYMES.

7. La falta de información veraz y actualizada de proyectos, y la imprecisión y contradicción en 
la información otorgada, limitan la comprensión del tipo de proyectos que se ejecutan para 
lidiar con los efectos de la pandemia.

8. El contexto actual exige que las IFD publiquen en páginas individuales los proyectos que 
financian, y expliquen cómo contribuyen a hacer frente a los efectos de la pandemia.

9. Los hallazgos obtenidos plantean serias preocupaciones sobre si los proyectos de desa-
rrollo financiados representan opciones viables, sostenibles y efectivas para enfrentar los 
principales impactos económicos, sociales y ambientales asociados a la pandemia.

10. Las IFD y los gobiernos, deben impulsar proyectos que se enfoquen en las poblaciones más 
vulnerables e impactadas por la pandemia y en sectores comúnmente subestimados, como el 
del medio ambiente y el cambio climático. Es urgente fortalecer el sistema de salud pública.

Dentro de las principales recomendaciones se tienen:

1. Las IFD deben publicar en sus sitios web todos los criterios y lineamientos establecidos y 
contemplados para la aprobación de un proyecto COVID-19 concursable.

2. Se recomienda que las IFD implementen una base de datos de los proyectos propuestos y 
aprobados en sus sitios web con información completa veraz, precisa y en idioma español 
e inglés.

3. Se recomienda a las IFD y al gobierno argentino cumplir a cabalidad con la ley de transpa-
rencia y acceso a la información en marco al contexto de la pandemia actual.

4. Implementar y disponer lineamientos para realizar consultas públicas presenciales y vir-
tuales efectivas enmarcadas dentro del entorno sociocultural, así como por el tamaño y/o 
riesgo socioambiental del proyecto COVID-19 a consultar.

5. Se recomienda promover e implementar proyectos COVID-19 que tengan como principales 
beneficiarios a las mujeres, poblaciones indígenas, poblaciones LGBTIQ +, las comunidades 
marginadas o los sectores más pobres de la población argentina.

6. Se sugiere que las IFD fomenten y ejecuten proyectos orientados a temas ambientales con 
el objeto de proteger, mitigar y recuperar áreas y/o recursos naturales de flora y fauna 
silvestre a fin de superar la crisis climática y ecológica local y global que enfrentamos en 
nuestro planeta tierra.

7. Se recomienda a las IFD y al gobierno de Argentina, promover y financiar proyectos que pro-
pongan modelos alternativos de desarrollo socioeconómico, que conlleven a un desarrollo 
socioeconómico cultural sostenible y sustentable, concordante con la globalización.
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SIMILITUDES
Tras la presentación de la situación de cada país en relación con la ayuda recibida por las IFD, hay 
ciertos comportamientos que podemos identificar claramente en la región. En primer lugar, en re-
lación con los temas y sectores en los que se ha invertido, las IFD han seguido una clara línea de 
prioridades. La crisis sanitaria de la COVID- 19 se ha tratado como se tratan las crisis habituales, es 
decir, centrándose sobre todo en resolver los problemas macroeconómicos y muy poco ha llegado 
a los verdaderos afectados por la COVID-19.

Como hemos visto en los seis países, los préstamos están relacionados con la pandemia y la re-
cuperación económica y una serie de cooperaciones técnicas. Se puede observar que la prioridad 
de las IFD se centró en la planificación económica y la mejora de los servicios sanitarios. La ayuda 
recibida en estas áreas se centra no sólo en el desarrollo de nuevas estrategias y planes, sino 
también en la gobernanza. Era importante que las autoridades pudieran acceder y mejorar sus 
capacidades de gestión. No es extraño que las IFD, especialmente el BID, tengan como prioridad fi-
nanciar las reformas del Estado y en estos momentos de crisis la mayoría de los préstamos —aun-
que fueran en diferentes temas— incluyen un componente de reforma y mejora de la gobernanza. 

En esta misma línea, uno de los temas que se pudo observar en todos los países es la financiación 
de programas relacionados con la protección o mejora de la calidad de vida de las poblaciones 
vulnerables, no sólo relacionados con la salud sino con la educación, la seguridad laboral, la mi-
gración, la seguridad alimentaria, entre otros. La respuesta a esto es que la mayoría de las IFD 
establecieron al final de la pandemia sus prioridades y mencionaron que sus líneas prioritarias de 
apoyo a los países afectados por la COVID-19 serían la respuesta inmediata para la salud pública, 
las redes de seguridad para las poblaciones vulnerables, la productividad económica y el empleo 
y las políticas fiscales para aliviar los impactos económicos.

Aunque el hecho de que se hayan centrado en las poblaciones vulnerables parece lo correcto en 
el contexto actual, uno de los principales problemas en torno a estos préstamos es que los bene-
ficiarios no estaban claros o no estaban debidamente identificados. En varios de los préstamos, 
quedó claro que la propuesta de estos necesitaba un mejor contexto para saber quiénes debían 
ser beneficiados por los préstamos. Otro problema encontrado es que la mayoría de las veces 
la falta de información impedía tener datos fiables sobre el número de beneficiarios y las condi-
ciones en las que se encontraban. Los documentos proporcionados por las IFD y los gobiernos 
latinoamericanos no establecían la mayoría de las veces cuántas personas que deberían haber 
sido incluidas en el préstamo no lo hicieron.

En ese sentido, no importaba que los préstamos tuvieran un objetivo adecuado, no podría cumplir 
lo que se supone que debe hacer si los beneficiarios no estaban claros. Es importante que los 
interesados en cada préstamo puedan opinar, proponer cambios y hacer visibles los impactos am-
bientales y de derechos humanos para que los préstamos puedan ser ejecutados adecuadamente.

Por otro lado, un problema que se pudo identificar en los cinco países es el acceso a la informa-
ción, especialmente la relacionada con los riesgos sociales y medioambientales. Existe el reto de 
seguir informando y promoviendo la participación de las partes interesadas en la toma de decisio-
nes de proyectos que afectan a sus vidas y medios de vida en medio de las limitaciones. Aunque 
las IFD como el Banco Mundial y el BID han designado plataformas en las que se puede acceder 
a los créditos que aprueba por país en datos abiertos con documentos adjuntos y detalles de 
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estas operaciones, a veces los temas de cláusulas medioambientales y de derechos humanos, la 
información está restringida para los ciudadanos.

No sólo eso, sino que, aunque la información se pueda encontrar en las plataformas, hay muchos 
ciudadanos que tienen un acceso limitado o nulo a Internet o poco acceso a la información. Dada 
la dificultad de acceder a información desagregada, los posibles impactos de estos préstamos 
sólo podrían analizarse de forma general. En esa línea, es importante seguir pidiendo a las IFD 
mejores sus mecanismos de transparencia que aseguren la publicación de información completa 
y sin reservas sobre los préstamos que negocia, aprueba e implementa en América Latina, y que 
presionen a los gobiernos nacionales para que respeten y aseguren las políticas que las IFD tie-
nen. Esto debería incluir servicios de respuesta rápida para utilizar datos de crédito adicionales, 
archivos de datos abiertos y traducción al idioma local. 

Por último, es importante señalar el papel central que tiene el BID en América Latina. El BID ha 
ido moldeando las prioridades de los gobiernos, ya que los líderes políticos tienen que estar en 
línea con las prioridades del banco debido a los préstamos que recibieron. En ese sentido, esta 
institución debería reconocer el papel que desempeñan y fomentar una transformación justa que 
proporcione apoyo a los que ya necesitaban ayuda antes de la pandemia de la COVID-19.
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CONCLUSIONES Y  
RECOMENDACIONES

Las IFD han sido un actor clave en la toma de decisiones políticas en América Latina. En ese sen-
tido, los bancos han trazado áreas específicas en las que han querido intervenir en el contexto de 
la recuperación de la COVID-19. 

La mayor parte de la ayuda (como en cualquier otra crisis) se ha localizado para impulsar el creci-
miento económico y para mejorar la gestión sanitaria; sin embargo, una gran parte de la sanidad 
prestada por las IFD fue también para garantizar que las poblaciones en riesgo pudieran mejorar 
su situación. En este sentido, era importante analizar cómo se han comportado las IFD con ellas y 
si aseguran las salvaguardas sociales y medioambientales en sus intervenciones. 

Las IFD afirman cumplir la norma, su norma y la del país; y bajo ese mecanismo aprobarían los 
proyectos. Este cumplimiento puede no significar un compromiso real por parte de la institución o 
de alguno de sus funcionarios con los temas ambientales y sociales, ya que éstos suelen retrasar 
las aprobaciones, ejecuciones o desembolsos. Este comportamiento demuestra que los objetivos 
de la banca multilateral, como las IFD, son en última instancia financieros y no de apoyo a las 
cuestiones sociales y medioambientales. Un seguimiento de las acciones internas del Banco a 
través de un mayor acceso a la información sobre estos procesos podría generar presión y otros 
comportamientos.

Las medidas de apoyo financiero deben estar condicionadas a la consecución de mejoras 
medioambientales a través de compromisos más firmes, como el seguimiento del cumplimiento 
de las agendas nacionales e internacionales y una actuación más contundente en sectores alta-
mente contaminantes como la minería en Bolivia. En este momento, la lucha contra la corrupción 
debe ser priorizada junto a la respuesta sanitaria. La emergencia requiere que la mitigación del 
riesgo de corrupción se incorpore al apoyo de los donantes para evitar mayores daños a la po-
blación beneficiaria en particular y al país en general. Las propuestas de protocolos de actuación 
acordados por las IFD ante situaciones atípicas de riesgo y crisis como la vivida por la pandemia, 
ayudarían en el futuro.

En tiempos de crisis, cuando las prioridades están relacionadas con la respuesta de emergencia, 
es muy probable que se olvide el papel de la sociedad civil en los esfuerzos de lucha contra la 
corrupción. Es necesario sistematizar y difundir las OSC en los sistemas de salud pública de otros 
países, regiones y crisis sanitarias, por ejemplo, en las funciones de supervisión y rendición de 
cuentas.

La COVID-19 ha paralizado al mundo entero y ha hecho que muchos países económicamente gran-
des y poderosos, reaccionen con lentitud y numerosos fracasos a sus efectos. El principal apren-
dizaje debería ser el desarrollo de datos, agendas mínimas, protocolos de actuación generales y 
sectoriales ante el desencadenamiento de pandemias globales. La tarea inmediata, debe ser la 
aprobación de estos instrumentos a partir del aprendizaje de la experiencia, para tenerlos listos y 
utilizarlos en los procesos de reactivación post pandemia.
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Recomendación en el marco de los derechos indígenas

La pandemia provocada por la COVID-19 ha puesto de manifiesto la ausencia de bases de datos 
sociodemográficas de las poblaciones más vulnerables de la región, incluyendo a los pueblos indí-
genas, comunidades campesinas, entre otras de importancia.

Por ejemplo, en la cuenca amazónica, los gobiernos nacionales no disponen de fuentes esta-
dísticas fiables vinculadas a la caracterización sociodemográfica de las poblaciones indígenas 
andinas y amazónicas. Así, los programas de transferencias monetarias carecen de bases de 
datos focalizadas en las poblaciones indígenas que residen en las grandes ciudades de la región. 
Cifras estadísticas que visibilicen la migración interna, las tasas de empleabilidad y desempleo, 
las tasas de fecundidad y mortalidad, la residencia temporal o permanente en las ciudades y las 
comunidades indígenas, campesinas, entre otras variables, por lo que se requieren mecanismos 
de identificación de dichas comunidades. 

El direccionamiento de los fondos monetarios debe ser eficiente, por lo que la población benefi-
ciaria debe ser previamente identificada a través de estadísticas poblacionales. Asimismo, según 
criterios antropológicos, la identificación debe ser por pueblo indígena, familia lingüística, grupo 
de edad y género. La agrupación genérica de la inmensa diversidad cultural y lingüística de las 
poblaciones indígenas no contribuye a la correcta identificación de la población beneficiaria de los 
créditos otorgados por las IFD.

La identificación sociodemográfica contribuye a que la reducción de las brechas de desigualdad 
se desarrolle con enfoque intercultural, ya que promoverá activamente la participación de las 
organizaciones indígenas, campesinas, entre otras de importancia para asignación de recursos 
a esta población vulnerable, así como la vigilancia del correcto uso de los recursos monetarios 
otorgados por los IFD.
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